


 

2 

 

A manera de resumen, en la presente acción de tutela se pretende establecer que el PIS es un programa 

estatal que debe garantizar cobertura para todos los hogares en condición de vulnerabilidad, a través de 

criterios de selección públicos y claros. Las 24 accionantes somos mujeres que estamos en condiciones de 

vulnerabilidad, al ser madres cabeza de hogar, y tener a nuestro cargo más de una persona por hogar. En la 

mayoría de nuestros hogares, como se verá a lo largo de la acción, vivimos con personas adultas mayores, 

personas con discapacidad, personas recién nacidas, o personas con enfermedades crónicas. Además, 

referiremos los impactos de la pandemia en nuestro sostenimiento y el de nuestras familias, al narrar cómo 

estamos en condiciones indignas de vida. Muchas de nosotras corremos el peligro de ser desalojadas, de 

ver cortes en el suministro de nuestros servicios públicos, e incluso de sufrir afectaciones a nuestra salud 

dada la mala alimentación que por meses llevamos con ocasión de la falta de recursos, dado que todas nos 

encontramos sin un empleo estable y formal. Nuestra condición de vulnerabilidad ampliamente probada no 

ha sido una característica suficiente para que el Gobierno nacional, a traves del DNP y DPS, nos incluyan 

como beneficiarias del PIS. Además, no conocemos las razones por las que no somos beneficiarias de dicho 

programa. La página web del PIS, así como los canales de información institucionales de las entidades 

accionadas, no nos brindan información clara y suficiente sobre la manera en que se seleccionan a las 

beneficiarias.  

 

No sabemos si contar con un puntaje específicio de SISBÉN, o estar bancarizadas impacta en que podamos 

acceder o no al programa, y tampoco nos da certeza de si la selección se está haciendo respetando las 

garantías de igualdad y no discriminación para todas las personas en nuestra misma situación a lo largo del 

país. Este caso, por ende, es sustancialmente importante al impactar no solo los derechos de nosotras 24, 

sino el de toda la población colombiana. Por otro lado, esta acción de tutela debe analizarse 

transversalmente a través de un enfoque de género, que entienda los impactos de la feminización de la 

pobreza, que analice la condición de ser mujer trabajadora doméstica o mujer migrante cabezas de hogar, 

y que recuerde la calidad de sujetos de especial protección constitucional de estos dos grupos de mujeres 

de los que todas hacemos parte. Así, solicitamos de forma urgente que se nos incluya en el PIS para ver 

garantizado nuestro mínimo vital y demás derechos fundamentales conexos, así como que se publique la 

forma en que se están seleccionando las personas beneficiarias del PIS para garantizar que la selección 

respete garantías fundamentales reconocidas en el ámbito colombiano. 

 

Con el fin de exponer de manera más detallada las razones fácticas y jurídicas que dan pie a la presente 

acción de tutela, este documento consta de siete secciones y se resume de la siguiente manera. En primer 

lugar, como cuestión preliminar, presentamos un análisis general del funcionamiento de los programas de 

asistencia del Estado, entre los que se encuentra el PIS. Aquí exponemos quiénes son y las competencias 

de las autoridades encargadas de reconocer a los y las beneficiarias, así como de gestionar el procedimiento 

de peticiones, quejas, reclamos y sugerencias - PQRS del programa.  

 

En segundo lugar, se presentan los fundamentos de hecho donde se describe los casos de quienes aquí 

actuamos como accionantes y que no hemos sido reconocidas a la fecha como beneficiarias del PIS. Es de 

precisar que las accionantes somos mujeres que residimos en diversos lugares del país, que nos encontramos 

en diferentes circunstancias de vulnerabilidad, ya sea por ser mujeres trabajadoras domésticas asociadas a 

Utrasd (Unión de trabajadoras afrocolombianas del servicio doméstico), o por ser migrantes con estatus 

migratorio regular. Las accionantes, quienes no nos encontramos trabajando formalmente, somos mujeres 



 

3 

cabezas de hogar, algunas somos adultas mayores, y además estamos a cargo del cuidado de niños, niñas, 

adultos mayores, personas con alguna discapacidad médica, entre otros.  

 

En tercer lugar, se aborda la competencia que le asiste a este juzgado para conocer el caso y el cumplimiento 

de los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela: subsidiariedad, inmediatez, y 

legitimación en la causa por activa y pasiva. En particular, con respecto al requisito de subsidiariedad, se 

afirma que es la acción de tutela, y no otro medio de control judicial a las actuaciones de la administración, 

el mecanismo judicial idóneo y eficaz para reclamar la protección de nuestros derechos fundamentales.  

 

En cuarto lugar, se presentan los fundamentos de derecho con base en los cuales son alegadas las 

vulneraciones a nuestras garantías constitucionales. En este acápite se expondrá cómo el Programa Ingreso 

Solidario – PIS garantiza derechos fundamentales de personas en estado de pobreza y vulnerabilidad grave 

en el marco de la pandemia. Sin embargo, demostraremos que esta política tiene un problema grave en 

cuanto a la publicidad de los criterios de selección de las y los beneficiarios del programa, lo que nos 

dificulta como accionantes entender si podemos o no acceder a las transferencias monetarias. 

 

Por ende, en este aparte demostraremos nuestra preocupación de no saber si esta selección puede llegar a 

vulnerar nuestros derechos al mínimo vital, en asocio con el derecho a la salud, la vivienda, el acceso a 

servicios públicos, y a la igualdad y no discriminación. Por otro lado, le expondremos al juez de tutela otras 

barreras que imponen obstáculos adicionales para que hagamos parte de las bases de datos para estar 

registradas en el PIS, como no contar con un puntaje del Sistema de Selección de Beneficiarios para 

Programas Sociales (en adelante SISBÉN), no haber accedido a la encuesta del SISBÉN debido a la 

pandemia, o no contar con productos financieros.  

 

En quinto lugar, se realiza un análisis concreto de la violación de los derechos fundamentales en cada uno 

de nuestros casos, resaltando las circunstancias de vulnerabilidad que cada uno de nuestros núcleos 

familiares enfrenta debido a sus condiciones socioeconómicas, la edad, su puntaje de SISBÉN, y el riesgo 

inminente de afectación de nuestros derechos, entre otras.  

 

El análisis de las violaciones a estos derechos permite visibilizar el efecto combinado que tiene para 

nosotras la falta de acceso a este programa de asistencia del Estado. La situación actual en el contexto de la 

pandemia ha generado que un grupo considerable de trabajadoras y trabajadores pierdan sus empleos como 

consecuencia de la crisis económica. Las veinticuatro accionantes de la presente tutela hacemos parte de 

este grupo, y en este momento no contamos con medios suficientes para satisfacer nuestras necesidades 

mínimas y de nuestras familias. Nuestra condición actual implica un riesgo de afectación inminente a 

nuestros derechos fundamentales grave. La gran mayoría de nosotras debemos altas sumas de dinero por 

concepto de servicios públicos y arriendo, y enfrentamos una probabilidad cada vez más alta de corte de 

estos servicios o de ser desalojadas. Adicionalmente, la falta de garantías para que podamos comunicar 

nuestra solicitud ante la Administración, así como la urgencia para que nos den respuesta, justifican la 

interposición de la tutela. La consecuencia desafortunada del hecho que el DNP no haga públicos los 

criterios según los cuales realiza la selección de las y los beneficiarias del PIS vulnera nuestros derechos 

relacionados con la garantía al mínimo vital. 
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Con respecto al derecho fundamental a la igualdad material, se argumenta que fue vulnerado pues la 

decisión de no ser incluidas en el PIS se tomó sin tener en cuenta las condiciones de desigualdad estructural 

que varias de nosotras enfrentamos y de las barreras para cumplir con los requisitos conocidos públicamente 

para ser beneficiarias del programa. Aún más, omitieron nuestra condición de sujeto de especial protección 

constitucional. Por lo cual, el DNP y el DPS deberían tomar medidas especiales y diferenciadas a nuestro 

favor en el análisis del cumplimiento de los requisitos para ser beneficiarias del PIS.  

 

En sexto lugar, se presentan al juez constitucional las pretensiones de esta acción de tutela. Con ellas 

buscamos tres cosas: i) que se garantice la protección de los derechos fundamentales de las familias que 

presentamos la acción y se ordene nuestro ingreso al PIS; ii) que la política y los criterios de selección de 

las y los beneficiarios del programa se difunda de manera clara y transparente; iii) que las entidades 

encargadas de la ejecución del PIS corrijan las fallas institucionales y de procedimiento que no han 

permitido consolidar un compendio completo de las y los beneficiarios del PIS que cumplen con todos los 

requisitos para ser declaradas como tales.  

 

 

Finalmente, en séptimo lugar, se presenta el juramento requerido en el artículo 37 del Decreto 2591 de 

1991 para la presentación de las acciones de tutela, mientras que en la octava sección se indican las 

direcciones electrónicas donde se recibirán las notificaciones. En la última parte, se encuentra el listado 

de anexos e indicamos el lugar de notificaciones. 
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1. FUNDAMENTOS DE HECHO 

 

Las condiciones de la pandemia y las características de su propagación hacen que sea necesario implementar 

medidas de aislamiento que tienen impactos en la economía. Estos impactos dependen, principalmente, de 

la situación de vulnerabilidad económica en la que se encuentre cada persona. De acuerdo con Asofondos, 

a 2019 existía un 32% de trabajadores considerados como vulnerables del total de personas que trabajan en 

el país1. La falta de pago de salarios supone que estas personas trabajadoras sean afectadas de forma grave 

por esta emergencia al quedar sin fuentes de ingresos para su sostenimiento y el de nuestras sus familias. 

La crisis y alta probabilidad de pérdida de empleo de trabajadores vulnerables es especialmente grave ya 

que esta población se ubica en oficios que no son altamente remunerados, como el trabajo informal general, 

la construcción, la agricultura, el pequeño comercio, o los trabajos de cuidado. 

 

A continuación, presentamos los dos sectores a los que pertenecen las accionantes de la presente tutela, 

junto con las características generales y específicas de su situación durante la pandemia: 

 

1.1. Primera situación: Trabajadoras del Servicio doméstico pertenecientes a Utrasd 

 

El trabajo doméstico se ha caracterizado por ser una labor históricamente feminizada y ha representado una 

salida económica para muchas mujeres que viven en contextos de pobreza o violencia. Aunque no hay datos 

exactos sobre el número de personas que se dedican al trabajo doméstico, y se predice un alto nivel de 

subregistro, las cifras del DANE muestran que cerca de 800.000 personas se dedican a este tipo de trabajo, 

96% de las cuales son mujeres2.  

 

Las condiciones de vulnerabilidad de las trabajadoras domésticas las encierran en ciclos de violencia y 

marginalidad que se perpetúan debido a las condiciones laborales que enfrentan. Lamentablemente, aún 

perviven situaciones de explotación y violencia en el contexto laboral, su trabajo es uno de los más 

precarizados3 y la informalidad todavía domina el panorama de estas mujeres4. Estas condiciones cruzan 

las vidas de nueve de las accionantes de esta tutela:        

             

         

                                                
1 El Espectador. “Más de 7,3 millones de trabajadores están en riesgo de perder su empleo: Asofondos”, 28 de abril de 2020. En: 
https://www.elespectador.com/coronavirus/mas-de-73-millones-de-trabajadores-estan-en-riesgo-de-perder-su-empleo-asofondos-
articulo-916927/ 
2 Camila Esguerra Muelle, Yvette Sepúlveda & Friederike Flischer. Se nos va el cuidado, se nos va la vida. (Uniandes: 2018), p 
22. Disponible en: https://cider.uniandes.edu.co/sites/default/files/publicaciones/documentos-de-politica/2018-Documento-
politica-se-nos-va-el-cuidado-migracion-destierro-desplazamiento-colombia.pdf  
3 Viviana Osorio Pérez & Carmenza Jiménez Torrado. Historia tras las cortinas. El trabajo doméstico en Colombia: entre 
transacciones, incertidumbres y resistencias. (ENS: 2019). Disponible en: http://www.ens.org.co/wp-
content/uploads/2019/03/TRA DOM 2019.pdf   
4 Ibid.  
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1. Mi nombre es   , tengo 54 años. Nací en Riosucio, Chocó. Me encuentro 

registrada en el SISBÉN con un puntaje de 28,48.  

 

2. Soy víctima del conflicto armado. En 1997, fui desplazada forzosamente del municipio de Riosucio, en 

el departamento del Chocó. Actualmente vivo en Apartadó en el departamento de Antioquia. 

 

3. Soy bachiller técnico, madre soltera y cabeza de hogar. Vivo con mis dos hijos mayores que son 

gemelos,           , y con mi nieta, 

       Antes de la pandemia, mi nieto,     

de 11 años, también vivía con nosotros. Actualmente, él está viviendo con su madre, pero es posible 

que regrese pronto a vivir conmigo porque ella no cuenta con el tiempo suficiente para estar en casa 

con él.  fue diagnosticado con un trastorno de la actividad y la atención y con cefalea. Cuando él 

vivía conmigo en Apartadó, yo me encargaba de llevarlo a sus terapias, las cuales se realizaban en 

Apartadó y en ocasiones en la ciudad de Medellín.  

 

4. La casa en la cual vivimos está ubicada en el barrio Obrero que se clasifica como estrato 1. La casa está 

hecha de madera y no cuenta con buenas estructuras. Tiene solamente un salón y dos habitaciones para 

las cuatro personas que vivimos allí. Además, no tenemos acceso a internet, lo que resulta un obstáculo 

para que mi nieta de 14 años cumpla con sus actividades escolares.  

 

5. Antes de la pandemia estaba trabajando como trabajadora doméstica. En marzo de 2020, me enfermé 

con mucho dolor de estómago y malestar en todo el cuerpo, por esta razón mi empleador no me volvió 

a llamar. Cuando me recuperé, no pude salir a trabajar por la pandemia. En julio, me enfermé otra vez 

con dolor en el pecho, dolor de cabeza y tos. Además, tuve una pérdida temporal del sentido del gusto. 

Fui al médico, pero no me hicieron la prueba de COVID-19, sino que me prescribieron medicamentos. 

Me mantuve en aislamiento en la casa por dos semanas.  

 

6. Logré recuperarme y por ello he logrado salir a trabajar y generar algunos ingresos. He estado 

trabajando como tutora, ayudando a los hijos de personas conocidas con las tareas que les ponen en el 

colegio. Cuando tengo un buen día de trabajo, logro conseguir solamente $20.000. 

 

7. La única persona en la casa que genera ingresos estables es mi hijo, Andrés Felipe, quien trabaja en 

construcción de lunes a viernes, gana $600.000 mensuales. Sin embargo, no cuenta con un contrato 

laboral, pues todavía se encuentra en período de prueba. Mi otro hijo que vive conmigo, Francisco 

Javier, perdió su trabajo como vendedor en una tienda debido a la pandemia, y a la fecha, no ha podido 

conseguir trabajo.  

 

8. Por la falta de ingresos, adeudamos casi $100.000 pesos en el pago de los servicios públicos. Antes de 

la pandemia, nos habían suspendido los servicios por un par de meses, ahora me preocupa que eso 

pueda suceder de nuevo. Además, no hemos podido comer tres veces al día, sino dos: una vez en la 

mañana y otra en la tarde. Es difícil para nosotros tener una alimentación balanceada. Estamos 

comiendo mucho arroz, huevo y banano. 
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1. Mi nombre es   , y tengo 60 años. Nací y vivo actualmente en la ciudad de Neiva, 

Huila. Me separé hace 30 años de mi ex pareja. Estuve un tiempo viviendo en Bogotá, debido a que 

mataron a uno de mis hijos en Neiva, por lo que tuvimos que desplazarnos, aunque decidimos regresar 

tiempo después. Estoy inscrita en el SISBÉN y tengo un puntaje de 30,84. 

 

2. Yo solo estudié la primaria. No conté con los recursos necesarios para terminar el colegio y esta 

situación limita mis posibilidades de trabajo. Me dedico al trabajo doméstico y trabajo en lugares lejos 

de mi casa en el mismo municipio. Vivo en la zona de Timanco, pero mis diferentes lugares de trabajo 

siempre se ubican en otras zonas lejanas de la ciudad. 

 

3. Ejerzo la jefatura de mi hogar. Tengo 4 nietos a cargo de 3, 5, 7 y 8 años, y vivo con ellos y con mi 

nuera. Ambas somos las encargadas de los 4 niños, aunque ninguna de las dos estamos trabajando. 

Ambas realizamos trabajo doméstico por días, pero por la pandemia la gente no nos ha querido contratar 

por miedo al contagio. A la fecha, como mi nuera y yo estamos desempleadas, nos dedicamos de forma 

total al cuidado de los niños y a realizar las labores del hogar. 

 

4. Nunca he cotizado a pensión ni salud porque siempre se ha pagado mi trabajo por días en efectivo. Por 

ende, tampoco tengo cuentas de ahorros ya que todo lo que gano lo empleo en el pago de los gastos 

urgentes. 

 

5. Mis nietos están escolarizados, pero como no tenemos internet ni forma de comunicarnos con el colegio 

ni dinero, no tenemos forma de que ellos puedan estudiar. No han podido seguir estudiando, pese al 

hecho de que se trata de un colegio público no han recibido ninguna ayuda para seguir con sus estudios. 

 

6. Actualmente, los vecinos son quienes nos ayudan con algunas cosas para el sustento de nuestros nietos, 

sobre todo, en lo relacionado con la alimentación. Mi fuente actual de ingresos es únicamente la ayuda 

de los vecinos, y solo sirve para hacer mercado.  

 

7. No hemos podido pagar arriendo ni servicios públicos desde que empezó la pandemia. Adeudamos a 

las empresas de servicios públicos alrededor de $900.000 pesos. A la fecha, también nos encontramos 

en mora con el pago del arriendo desde que inició la pandemia, sin embargo, nuestro arrendador no nos 

ha exigido el pago. 

 

8. Comemos generalmente dos veces al día. Antes de la pandemia comíamos tres veces diariamente de 

forma puntual, incluso les dábamos merienda a mis nietos y la comida era mucho más balanceada. Por 

ejemplo, antes comíamos carne y pollo pero ahora no podemos. 

 

9. Durante este año, conocí sobre el Programa de Ingreso Solidario, y dadas mis condiciones de especial 

vulnerabilidad pienso que debía ser incluida en el programa y recibir una ayuda monetaria del Estado. 

Sin embargo, a hoy no he recibido una comunicación en que el DNP o del DPS me comuniquen que 

hago parte del programa. Por dicha situación, el 21 de septiembre presenté un derecho de petición 

solicitando que se me incluyera en el Programa y que se me dijera las razones para ser o no incluida en 
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él. 

 

1.2. Segunda situación: Mujeres migrantes con estatus migratorio condición regular 

 

La pandemia también ha puesto en riesgo las condiciones de vida de personas migrantes provenientes 

principalmente de Venezuela. Estas personas se enfrentan a una situación de inseguridad alimentaria, falta 

de acceso a servicios básicos de salud e higiene, eventuales desalojos de sus hogares y aumento de la 

estigmatización debido a sus circunstancias de migración5.  

 

De acuerdo con encuestas realizadas a personas migrantes venezolanas por parte del Grupo Internacional 

sobre Flujos Migratorios Mixtos Colombia (GIFMM en adelante), ellas tienen como prioridad su 

alimentación, vivienda y empleo6. Además, los medios de vida de las personas migrantes venezolanas se 

han reducido a raíz de la coyuntura. En términos de alimentación, el GIFMM ha reportado que de las 

personas migrantes encuestadas, el 74% declararon haberse privado de al menos una comida diaria y el 

16% comen solo una vez al día o menos. Por otro lado, frente a formas de vivienda, se reporta que la 

mayoría de los hogares se encuentran bajo la modalidad de alquiler, con un total del 82% del total de 

encuestadas. Adicionalmente, el 18% de los hogares no tiene acceso a agua cuando la requiere, lo que 

implica una mayor exposición a enfermedades vinculadas al agua, y un riesgo adicional de contagio del 

virus de la COVID-197. 

 

Estas condiciones cruzan las vidas de quince de las accionantes de esta tutela:    

            

            

             

              

 Las quince accionantes quienes somos mujeres migrantes provenientes de Venezuela que 

contamos con el Permiso Especial de Permanencia, lo que nos permite permanecer en el país legalmente. 

Las vulnerabilidades a las que nos enfrentamos se han exacerbado con la pandemia. Todas las accionantes 

mujeres migrantes, hemos acumulado deudas por la falta de ingresos durante la cuarentena. La mayoría 

debemos más de un canon de arrendamiento, lo que nos pone en riesgo de ser desalojadas, o ya lo hemos 

sido. Otras debemos además sumas importantes por concepto de servicios públicos con riesgo de corte en 

el suministro. 

 

Debido a la pérdida de ingresos, las accionantes, mujeres migrantes, enfrentamos una situación de 

inseguridad alimentaria. La calidad y la cantidad de comida que consumimos ha bajado considerablemente. 

Solamente cinco comen tres veces diarias con su núcleo familiar, pero sin incluir alimentos nutritivos como 

frutas, vegetales, y carnes. Además, prácticamente todas las accionantes tenemos enfermedades crónicas, 

como hipertensión, epilepsia, y diabetes, o cuidamos de alguien con discapacidad o enfermedad crónica.  

                                                
5 ACNUR. “Mientras la COVID-19 profundiza las dificultades de refugiados y migrantes de Venezuela, la necesidad de ayuda es 
cada vez más urgente”. Comunicado conjunto ACNUR-OIM. 12 de mayo de 2020. Disponible en: 
https://www.acnur.org/noticias/press/2020/5/5ebab9174/mientras-la-COVID-19-profundiza-las-dificultades-de-refugiados-y-

migrantes.html 
6 Grupo Internacional sobre Flujos Migratorios Mixtos Colombia – GIFMM Colombia. “Evaluación conjunta de necesidades ante 
COVID-19. Junio de 2020”. Bogotá, Colombia. Disponible en: https://data2.unhcr.org/es/documents/download/77776 
7 Ibid. 
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2. Actualmente vivo en la ciudad de Cali, Valle del Cauca. Ejerzo la jefatura del hogar y vivo con mi hija 

y su esposo. Mi hija trabaja en un almacén de ropa y es quien sostiene económicamente a la familia. 

Debido a mi edad y mi situación de salud no puedo trabajar. Sufro de diabetes, pérdida de la audición, 

hipertensión, gastritis y dislipidemia. 

3. Tuve que migrar de Venezuela por la situación tan crítica que se vive allí. Mi pensión no alcanzaba 

para cubrir mis gastos básicos. 

4. Actualmente, con la medida de aislamiento obligatorio, la situación ha sido difícil porque mi hija dejó 

de percibir el mismo ingreso mensual, puesto que le han disminuido horas de trabajo. Por la pandemia 

solo trabaja tres veces a la semana, y le pagan por día $33.000 pesos. Estamos atrasados en el pago de 

los servicios públicos, adeudando la suma de $70.000 pesos. 

5. Vivo en el barrio Talanga 4 en un apartaestudio que tiene una sola habitación que ocupan mi hija y su 

esposo, por lo que a mí me toca dormir en la sala. Nuestra alimentación se ha visto afectada con la 

pandemia, especialmente para mí, pues tengo un plan de alimentación particular debido a la diabetes. 

Los alimentos que más consumimos son plátano, papa, pollo y granos. Cuando mi hija cuenta con más 

recursos compramos frutas y verduras.  

6. Durante este año, conocí sobre el Programa de Ingreso Solidario, y dadas mis condiciones de especial 

vulnerabilidad pienso que debía ser incluida en el programa y recibir una ayuda monetaria del Estado. 

Sin embargo, a hoy no he recibido una comunicación en que el DNP o del DPS me comuniquen que 

hago parte del programa. Por dicha situación, el 21 de septiembre presenté un derecho de petición 

solicitando que se me incluyera en el Programa y que se me dijera las razones para ser o no incluida en 

él. 

 

2. REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA Y 

COMPETENCIA 

 

La presente acción de tutela satisface los requisitos de procedibilidad establecidos en el artículo 86 de la 

Constitución Política, el Decreto 2591 de 1991 y la jurisprudencia desarrollada por la Corte Constitucional 

al respecto. Por esta razón, resulta viable el estudio de fondo del caso y el pronunciamiento sobre las 

pretensiones al final expuestas. A continuación, se señalan las razones por las cuales se consideran los 

requisitos de subsidiariedad, inmediatez y legitimación en la causa (tanto por activa como por pasiva) como 

cumplidos. 

 

2.1. Competencia 

 

De acuerdo con el Decreto 1983 de 2017, que modificó las reglas de reparto de la acción de tutela, estas 

serán conocidas, a prevención, por los jueces con jurisdicción en el lugar donde ocurrió la vulneración o 

amenaza de los derechos o donde se produjeron sus efectos. En el caso que la acción se dirija contra la 

Presidencia de la República y demás instituciones del orden Nacional, esta será repartida para su 

conocimiento, en primera instancia, a los Jueces de Circuito del territorio nacional. Así, al ser accionadas 

la Presidencia de la República, el Departamento Nacional de Planeación y el Departamento Administrativo 

para la Prosperidad Social por la violación de los derechos fundamentales de mujeres que habitan diferentes 

municipios del país, resultan competentes los Juzgados de Circuito de Bogotá para conocer de estos casos. 
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2.2. Inmediatez 

 

A la fecha, seis meses después de iniciado el programa, las accionantes no hemos sido notificadas de que 

somos beneficiarias, a pesar de que cumplimos con el requisito de encontrarnos en condiciones de 

vulnerabilidad socioeconómica grave, cuestión que con el correr de los días empeora. Adicionalmente, la 

publicidad sobre los pagos a beneficiarias del PIS sólo empezó desde la segunda semana de abril8, y en ese 

mismo mes de abril, el DNP estableció que la Registraduría apoyaría la verificación de las personas 

beneficiarias9. En el mismo sentido, el mismo Gobierno Nacional en julio admitió que había beneficiarias 

que no habían sido reconocidas sino hasta el mes de junio, por lo que recibirían los tres pagos adeudados 

desde abril de forma acumulada10. Lo anterior quiere decir que las accionantes tuvimos noticias sobre 

nuevas personas seleccionadas para el programa hasta hace dos meses. No obstante, no hay ningún 

pronunciamiento ni comunicación sobre si esta selección ya fue terminada por parte del DNP. 

 

Ante la falta de publicidad de la forma en que el DNP está decidiendo quiénes son seleccionados como 

grupos familiares beneficiarios del PIS, tampoco es posible para las accionantes precisar las razones por las 

que no somos beneficiarias, ni si esta falta de inclusión es inconstitucional o no. Por esta razón, y como se 

reiterará en el siguiente acápite, correspondiente al requisito de subsidiariedad, se presentó un derecho de 

petición conjunto en el que solicitamos al DNP y al DPS que se informara claramente cómo operaba dicha 

selección, así como que se nos incluyera en el PIS. Si bien las accionantes en este caso tuvimos información 

sobre la selección de más beneficiarias del PIS hasta dos meses atrás, aún no existe certeza absoluta sobre 

el hecho de que no existan más beneficiarias del programa a futuro. Sin embargo, a la fecha, y dadas las 

actuales condiciones de las mujeres, nuestra situación es tan urgente que no es posible continuar a la espera 

sobre nuestra inclusión o no en el PIS. 

 

2.3. Subsidiariedad 

 

Con respecto al requisito de subsidiariedad, establecido en el inciso 4° del artículo 86 de la Constitución, 

la Corte Constitucional ha señalado que, por regla general, la tutela no constituye un medio alternativo o 

facultativo que permita complementar los mecanismos judiciales ordinarios establecidos por la ley11. Por 

lo cual, cuando no se usa como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, se deben 

exponer las razones por las cuales no se dispone de otro medio de defensa judicial o el mecanismo ordinario 

no resulta idóneo ni eficaz. En ambos casos, la Corte ha resaltado que el estudio de la acción de tutela debe 

ser sensible a la condición de los accionantes, especialmente, cuando quien reclama el amparo es un sujeto 

de especial protección constitucional12.  

 

                                                
8  Prosperidad Social. Programa de Ingreso Solidario, página web oficial. Disponible en: 

https://ingresosolidario.prosperidadsocial.gov.co/#Info  
9 El Espectador. “La Registraduría asumirá verificación de beneficiados de “Ingreso Solidario””. 9 de abril de 2020. Disponible 
en: https://www.elespectador.com/coronavirus/la-registraduria-asumira-verificacion-de-beneficiados-de-ingreso-solidario-
articulo-913845/  
10  Semana. “Ingreso Solidario: no me llegó un giro, ¿qué debo hacer?”. 22 de julio de 2020. Disponible en: 
https://www.semana.com/nacion/articulo/ingreso-solidario-no-me-llego-un-giro-que-debo-hacer--colombia-hoy/688072/  
11 Corte Constitucional, sentencia T-1008 de 2012, M. P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
12 Corte Constitucional, sentencia T-622 de 2016, M. P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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Por otro lado, la Corte ha precisado que en eventos donde se evidencia que alguna actuación administrativa 

ha desconocido derechos fundamentales, especialmente aquellos que integran el derecho al debido proceso, 

y los mecanismos ordinarios llamados a corregir tales yerros no resulten idóneos, la acción de tutela procede 

de manera definitiva13. En el presente caso, la acción de tutela cumple el requisito de subsidiariedad, y 

procede de manera definitiva, ya que no existe ningún medio administrativo ni judicial idóneo para 

presentar solicitudes de reconocimiento, de quienes aquí actuamos como accionantes como beneficiarias, 

del PIS.  

 

Al respecto, debemos aclarar que las accionantes interpusimos el día 21 de septiembre un derecho de 

petición en el que solicitamos al DNP y al DPS que se nos informara cómo se realiza la selección de las y 

los beneficiarios del PIS, así como que se nos incluyera en dicho programa. En primera medida, debemos 

aclarar que este derecho de petición no es un recurso para poder ser incluidas dentro del PIS, ya que la 

selección de las beneficiarias se hace directamente desde el DNP, y no se somete a petición de quienes 

consideramos que cumplimos con los requisitos para acceder a dicho programa. A pesar de esta 

característica, decidimos presentar este derecho de petición como una forma de contar con una respuesta 

oficial que garantice nuestros derechos fundamentales, que tuviera en cuenta nuestras situaciones de 

vulnerabilidad, y de forma especial, nos incluyera en el PIS. El Decreto 491 de 2020 en su artículo 5 

establece que los derechos de petición tendrán un período de respuesta de hasta treinta (35) días hábiles. 

No obstante, el parágrafo de dicho artículo establece que esos términos no se aplicarán para las peticiones 

relativas a otros derechos fundamentales diferentes al de petición, como ocurre en el caso concreto. Por 

ende, debería darse aplicación al término previsto en el artículo 14 de la ley 1437 de 2011 que establece 15 

días para la respuesta de todas las peticiones. Así, esperamos una respuesta por parte de las accionadas hasta 

el día 14 de octubre sin respuesta hasta la fecha, por lo que consideramos que la tutela es el mecanismo 

idóneo en este caso. De esta forma, creemos que este mecanismo resolverá de forma célere, —o 

transitoriamente según lo considere el juez—, la discusión jurídica sobre la protección de nuestros derechos 

fundamentales. Debemos recalcar que el PIS inició en marzo de este año, los pagos iniciaron desde el mes 

de abril con cuatro pagos a la fecha14, y hasta ahora no hemos sido consideradas como beneficiarias a pesar 

de que, como se abordará más adelante, cumplimos con el requisito de encontrarnos en una situación de 

especial vulnerabilidad económica debido a los efectos de la pandemia. 

 

En segundo lugar, la tutela es el mecanismo idóneo y eficaz ya que la afectación de nuestros derechos 

fundamentales se relaciona con el hecho de que somos sujetos de especial protección constitucional, lo que 

implica una especial atención por parte del Estado. Si bien este tema se abordará con mayor detalle más 

adelante, por lo pronto vale la pena resaltar que, con base en el artículo 13 de la Constitución, los grupos 

discriminados, marginados o en situación de debilidad manifiesta son titulares de derechos diferenciales 

con el fin de materializar condiciones de igualdad reales y efectivas. Esto, en materia de programas 

asistenciales en cabeza del Estado, implica que su ejecución tenga en cuenta una adecuada protección de 

derechos, y un cumplimiento de estas políticas a través de un enfoque diferencial positivo15.  

 

                                                
13 Corte Constitucional, sentencia T-932 de 2012, M. P. María Victoria Calle Correa. 
14  El Tiempo. “Ingreso Solidario, Cuarto pago a beneficiarios durante todo agosto”. Agosto de 2020. Disponible en: 
https://www.google.com/url?q=https://www.eltiempo.com/economia/sectores/ingreso-solidario-cuarto-pago-a-beneficiarios-
durante-todo-agosto-528536&sa=D&ust=1600050348225000&usg=AFQjCNGmWvr5N0WxobK cSECj45ljxiZPw  
15 Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2015, M. P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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Quienes interponemos esta tutela somos mujeres que encabezamos nuestros núcleos familiares, y que a su 

vez somos trabajadoras domésticas y mujeres migrantes en con estatus migratorio regular. Todas estas 

características que compartimos han sido reconocidas por la Corte Constitucional como factores que nos 

reconocen como sujetos de especial protección constitucional, por lo cual el Estado tiene la obligación de 

adoptar medidas especiales y diferenciales para atender nuestra situación 16 .  

 

Por otro lado, en caso de que el juez constitucional determine que en este caso no se evidencie que la tutela 

fungiría como un mecanismo principal de protección de derechos fundamentales, la presente acción tutela 

también resulta un mecanismo de defensa judicial subsidiario pues, mediante un procedimiento preferente 

y sumario que debe resolverse en un término perentorio, es posible evitar la ocurrencia de un perjuicio que 

puede tornarse irremediable. Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que el juez constitucional 

debe observar criterios como, por ejemplo: i) la edad de la persona; ii) el estado de salud del solicitante y 

su familia; y iii) las condiciones económicas del peticionario17. En este caso, como se ha resaltado, varias 

de las familias están encabezadas o integradas por personas migrantes; personas adultas mayores, niños y 

niñas; algunas personas con discapacidad o que enfrentan problemas de salud o requieren algún tipo de 

atención médica urgente; y, en todos los casos, se trata de familias en condiciones de extrema vulnerabilidad 

socioeconómica. Por otro lado, gran parte de las mujeres que son accionantes en este caso tienen deudas 

significativas por concepto de servicios públicos y arriendo. Ante estas deudas, las mujeres nos enfrentamos 

a suspensiones en servicios públicos, o incluso al desalojo por parte de nuestros arrendadores. Por ende, es 

urgente que estas accionantes recibamos algún tipo de alivio económico por parte del Gobierno nacional. 

 

Así pues, se recurre a la acción de tutela porque permite, de una forma idónea, pronta y expedita, un estudio 

integral de los derechos fundamentales que nos han sido violados. Por otro lado, la acción también tiene un 

carácter fin preventivo con el fin de proteger nuestras garantías fundamentales ya vulneradas. En todo caso, 

si el juez de tutela considera que la acción de tutela no resulta procedente de manera definitiva, solicitamos 

que, de manera subsidiaria, se entienda que esta tutela es presentada como mecanismo transitorio. Esto 

pues, al no incluirnos a nosotras como beneficiarias del PIS, siendo responsables de hogares en estados de 

extrema vulnerabilidad, no contamos con recursos para sufragar los gastos de nuestros hogares, lo que está 

generando consecuencias graves e irremediables sobre nuestro sostenimiento y el de nuestras familias.  

 

2.4. Legitimación en la causa 

 

2.4.1. Legitimación por activa 

 

Las accionantes, que habitamos en distintos municipios de Cundinamarca, Antioquia, Huila, Bolívar y Valle 

del Cauca, somos personas naturales, mayores de edad, que actuamos de forma autónoma como titulares 

de los derechos fundamentales a la dignidad humana, al mínimo vital, la salud, la seguridad alimentaria, la 

                                                
16 Corte Constitucional, sentencias T-495 de 1999, M.P. Carlos Gaviria Díaz; T-1008 de 1999, M. P. José Gregorio Hernández; T-
014 de 2015, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; T-343 de 2016, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva: C-871 de 2014, M.P. María Victoria 
Calle Correa; T-185 de 2016, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado; T-351 de 2019, M.P. Cristina Pardo Schlesinger; T-295 de 2018, 
M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado; T-500 de 2018. M.P. Diana Fajardo Rivera. 
17 Al respecto, las sentencias de la Corte Constitucional T-229 de 2006, M. P. Jaime Córdoba Triviño; T-935 de 2006, M. P. Clara 
Inés Vargas Hernández; T-376 de 2007, M. P. Jaime Araujo Rentería; T-529 de 2007, M. P. Álvaro Tafur Galvis; T-607 de 2007, 
M.P. Nilson Pinilla Pinilla; T-652 de 2007, M. P. Humberto Antonio Sierra Porto; T-762 de 2008, M. P. Jaime Araujo Rentería; y 
T-881 de 2010, M. P. Jorge Iván Palacio Palacio. 



 

36 

vivienda, la información y la igualdad. En el aparte de anexos de la presente acción se individualizará la 

identificación de cada una, así como de las personas que se encuentran a nuestro cargo. 

 

Cabe resaltar que, si bien nueve de las accionantes de la presente tutela son ciudadanas colombianas, y se 

anexa foto de su identificación, las quince mujeres restantes son mujeres extranjeras migrantes venezolanas 

con estatus migratorio regular. Ante esto, cabe recordar que el artículo 100 de la Constitución Política 

extiende la garantía de los derechos de los colombianos a las personas extranjeras. Por otro lado, la Corte 

Constitucional desde 199818 ha establecido que el derecho a la acción de tutela está en cabeza de toda 

persona, ya sea extranjera o nacional colombiana. Lo anterior ha sido reiterado para especificar que todas 

las personas, nacionales o extranjeras, son titulares de derechos fundamentales y por ende deben poder 

acceder a esta acción en igualdad de condiciones19. 

 

2.4.2. Legitimación por pasiva 

 

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991, la tutela procede contra 

cualquier autoridad pública, cuando los derechos constitucionales fundamentales resulten vulnerados o 

amenazados por su acción u omisión. Esta acción se dirige, entonces, contra la Presidencia de la República, 

el DNP y el DPS por ser las autoridades responsables de la implementación del PIS y, en consecuencia, de 

la garantía de nuestros derechos fundamentales que se encuentran en una situación especial de 

vulnerabilidad que se exacerba al no ser aún reconocidas como beneficiarias de este programa. 

  

Por un lado, accionamos contra la Presidencia de la República, por encabezar el Gobierno Nacional. De 

otro lado, accionamos especialmente, a quienes según la Resolución 1093 de 6 de abril de 2020 establece 

como entidades a cargo del PIS, a saber, al DNP como el agente que determina los hogares beneficiarios 

del Programa, al DPS como el canal de apoyo al DNP en la recepción de peticiones, quejas y reclamos 

sobre el Programa. 

 

3. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

3.1. Cuestión previa: Programas de asistencia del Estado durante la Emergencia 

económica, social y ecológica 

 

Para entender el alcance de la presente acción de tutela, es necesario identificar una serie de programas que 

también son de asistencia por parte del Estado y previos al PIS. Antes de la pandemia, ya existían algunos 

programas de asistencia como los programas Jóvenes en Acción, Familias en Acción y Colombia Mayor, 

por lo que el Gobierno Nacional estableció una serie de beneficios para que pudieran sortear las dificultades 

económicas derivadas de la crisis económica generada por la pandemia, dada la desestabilización 

económica que las medidas de aislamiento preventivo ha generado. Por otro lado, a partir de marzo de 2020, 

y con ocasión a la crisis económica suscitada por la pandemia, el Gobierno Nacional a través del Decreto 

Legislativo 518 de 2020 creó el PIS, mediante el cual se le otorgan auxilios económicos a aquellos grupos 

familiares que no son beneficiarios de los otros programas de asistencia estatal mencionados anteriormente. 

                                                
18 Corte Constitucional, Sentencia T-380 de 1998, M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
19 Corte Constitucional, sentencias T-269 de 2008, M.P. Jaime Araújo Rentería; T-314 de 2016, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado; 
y SU-677 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
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En la presente acción de tutela haremos referencia al PIS por ser el programa social del Estado al que como 

accionantes deseamos acceder. 

 

3.1.1. Programas Familias en Acción, Protección Social al Adulto Mayor - Colombia Mayor y 

Jóvenes en Acción, y las transferencias no condicionadas para estos programas creadas 

por el Decreto 659 de 2020 

 

Como ya se hizo referencia, el presente acápite busca contextualizar al juez de tutela sobre los programas 

de asistencia del Estado que son anteriores a la creación del PIS, y de los cuales las accionantes no hacen 

parte. Cabe resaltar que, de acuerdo con cifras del DNP, al menos el 89% de hogares pobres y vulnerables 

en el país es beneficiario actualmente de alguna transferencia social por parte del Estado20. No obstante, a 

pesar de este dato, aún queda un 11% de hogares en Colombia que están por fuera de estas ayudas del 

Estado. Como se referirá a lo largo de esta tutela, todas las accionantes hacen parte de esta cifra. 

 

Ahora bien, volviendo a la distinción de los programas de asistencia estatal previos a la creación del PIS, 

se evidencia que principalmente existen tres. En primer lugar, el programa “Jóvenes en Acción” busca 

apoyar económicamente a jóvenes colombianos que acrediten la necesidad de recibir dicha ayuda para sus 

estudios académicos y lo que para ello se requiere como útiles, transporte público y demás necesidades 

asociadas21.  

 

En segundo lugar, el programa “Familias en Acción” busca ayudar a las personas en pobreza y pobreza 

extrema, que tengan niños, niñas y adolescentes, específicamente con la educación de sus hijos, la canasta 

familiar y la asistencia regular al colegio. Además, busca ayudar a reducir la deserción escolar. El programa 

en cuestión hace entrega a las familias beneficiarias de incentivos económicos a salud, educación, entre 

otros particulares para familias con niños, niñas y/o adolescentes con discapacidad y escolarizados, o con 

niños entre 4 y 6 años de edad22.  

 

Finalmente, el programa “Colombia Mayor” es el resultado de lo contenido en la Ley 100 de 1993. Dicho 

programa es apoyado por las alcaldías, las cuales cumplen el papel fundamental de ejecutar y realizar 

seguimiento del programa. Tiene como objetivo principal aumentar la protección de los adultos mayores 

que se encuentren en estado de abandono y desamparo. Está dirigido a la población adulta mayor que no 

cuenta con pensión, vive en la indigencia o extrema pobreza, a la cual se apoya mediante la entrega de un 

subsidio económico mensual23. 

 

                                                
20 DNP. ¿Qué pasará después del COVID? Asociación Nacional de Instituciones Financieras - ANIF. 2020, Diapositiva 6. 
Disponible en: https://www.anif.com.co/sites/default/files/memorias/200908 - anif que pasara despues del covid.pdf  
21 CONPES Social No. 100 de 2006. Lineamientos para la focalización del gasto público social; CONPES Social No. 117 de 2008. 
Actualización de los criterios para la determinación, identificación y selección de los beneficiarios de programas sociales (SISBEN 
III); Ley No. 1622 de 2013, ”Por medio de la cual se expide el Estatuto de ciudadanía juvenil y se dictan otras disposiciones”; 
Decreto No. 2094 del 22 de diciembre de 2016, “Por el cual se modifica la estructura del Departamento Administrativo para la 
Prosperidad Social”; Resolución No. 00213 de 5 febrero de 2020, “Por la cual se establecen los Grupos Internos de Trabajo del 

Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, su denominación y funciones y se dictan otras disposiciones”. 
22 Conpes 3081 de Junio de 2000, Plan Colombia Red de Apoyo Social: Programa de Subsidios Condicionados a Jóvenes de Bajos 
Recursos, DNP: DDS, Bogotá, D.C., junio de 2000. 
23 Ley 100 de 1993; Ley 797 de 2003, art. 7; Resolución 3908 de 2005; Resolución 1370 de 2013. 
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Debido a los impactos desproporcionados que las medidas de aislamiento, implementadas en el marco de 

la pandemia, tienen sobre el derecho al mínimo vital de la población en situación de pobreza extrema, 

pobreza y vulnerabilidad socioeconómica, se expidió el Decreto 659 de 2020. Este decreto establece la 

entrega de una transferencia monetaria no condicionada, adicional y extraordinaria con el fin de asegurar 

condiciones de vida digna a sujetos de especial protección constitucional y que pertenecen a los anteriores 

programas. 

 

3.1.2. Programa de Ingreso Solidario creado por el Decreto 518 de 2020 

 

El Decreto Legislativo 518 de 2020 crea el PIS, que regula acciones dirigidas a la entrega de transferencias 

monetarias no condicionadas con cargo a los recursos del Fondo de Mitigación de Emergencias - FOME 

en favor de las personas y hogares en situación de pobreza y vulnerabilidad, que no sean beneficiarias de 

los programas Familias en Acción, Protección Social al Adulto Mayor – Colombia Mayor, o Jóvenes en 

Acción. De acuerdo con la motivación del Decreto 518 de 2020, el PIS se crea dado que: 

 

“si bien el Decreto Legislativo 458 del 22 de marzo de 2020 autoriza al Gobierno nacional a 

realizar la entrega de una transferencia monetaria no condicionada, adicional y extraordinaria, a 

favor de los beneficiarios de los programas Familias en Acción, Protección Social al Adulto Mayor 

- Colombia Mayor y Jóvenes en Acción, hay personas en situación de pobreza y vulnerabilidad 

que no están incluidas en estos programas, cuyo mínimo vital se encuentra en riesgo por las 

circunstancias que motivaron la declaratoria del Estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica.” (Negrillas fuera del texto) 

 

En el marco de la reglamentación del Programa, la Resolución 0971 del 6 de abril de 2020 delegó la 

ordenación del gasto y los programas al Viceministro Técnico del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público; la Resolución 0975 del 6 de abril de 2020 estableció el monto de recursos a transferir a cada 

persona, por un valor de $160.000 pesos mensuales por el tiempo de duración del Programa, y la 

periodicidad de transferencias, entre otros asuntos; la Resolución 1093 de 6 de abril de 2020 estableció los 

beneficiarios del PIS y adoptó su manual operativo; la Resolución 0995 de 13 de abril de 2020 delegó al 

Viceministro técnico la función contractual y de ordenación del gasto del FOME; y la Resolución 1117 de 

14 de mayo de 2020 amplió el plazo de funcionamiento del PIS. 

 

En particular, la Resolución 1093 de 6 de abril de 2020 estableció los criterios para definir las y los 

beneficiarias de la transferencia monetaria del Programa Ingreso Solidario, entre los que se encuentran el 

cruce de información del SISBÉN, los registros del Departamento Administrativo para la Prosperidad 

Social, y de los Ministerios del Trabajo, Salud y Protección Social, y de Hacienda y Crédito Público. Por 

otro lado, estableció que los datos de las y los beneficiarios reposarán en un aplicativo contenido en una 

página web. Esta Resolución también adoptó un manual operativo24 que menciona, entre otros asuntos, que 

el DNP es el agente que determina los hogares beneficiarios del Programa, según ordenamiento de SISBÉN; 

y que el DPS sería el canal de apoyo al DNP en la recepción de peticiones, quejas y reclamos sobre el 

Programa. El presidente de la República, en comunicado del 20 de julio de 2020, anunció la ampliación del 

                                                
24  Disponible en: http://centrodedocumentacion.prosperidadsocial.gov.co/2020/Ingreso-Solidario/Manual-Operativo-Ingreso-
Soldario.pdf 
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PIS hasta julio de 2021, donde las y los beneficiarios “recibirán en total $1.440.000 este año y $960.000 

en 2021 para atender las necesidades básicas de sus familias”25. 

 

3.2. El deber del Estado de crear programas sociales que garanticen los DESC y el núcleo 

esencial de derechos fundamentales. El PIS como una política de atención social durante 

la pandemia  

 

En este apartado sostenemos en primer lugar, que el Estado tiene el deber de garantizar el derecho a un 

nivel de vida digna y al mínimo vital. Explicaremos que dichos derechos se derivan de los estándares 

internacionales y de la jurisprudencia constitucional, y que se encuentran en estrecha conexidad con otros 

derechos básicos como la alimentación, la salud y la seguridad social. Sostendremos además que el Estado 

tiene una amplia potestad para diseñar la política pública que mejor cumpla con dichos deberes estatales. 

Sin embargo, dicha potestad no es absolutamente discrecional, sino que debe ajustarse a los estándares y 

principios establecidos en la Constitución y los tratados internacionales.  

 

Adicionalmente, estableceremos que el PIS es un programa de asistencia del Estado que debe ser ejecutado 

teniendo en cuenta la garantía de los derechos de las personas a las que beneficia, dada su especial 

vulnerabilidad. Por ello, si bien el Estado tiene amplia discrecionalidad en su diseño y ejecución, esta 

política debe contar con unos mínimos que garanticen el derecho al mínimo vital de las personas, así como 

otros derechos relacionados como la salud, la vivienda y el acceso a servicios públicos. 

 

3.2.1. El deber del Estado de garantizar un nivel adecuado de vida y el mínimo vital para 

personas en condiciones de especial vulnerabilidad socioeconómica en la pandemia 

 

En el contexto de la emergencia generada por COVID-19, las políticas públicas del Estado colombiano 

deben estar enfocadas a la garantía del derecho a un mínimo vital, en relación con un nivel de vida adecuado. 

Esta afirmación cobra mayor importancia ante las cifras alarmantes que el Departamento Administrativo 

Nacional de Estadística – DANE, ha generado sobre el impacto de la pandemia en la población colombiana. 

El DANE ha reportado que alrededor del 75% de las personas en el país considera que su situación 

económica ha empeorado durante este año 26 . Además, el 67,2% de las personas no cuentan con 

posibilidades de ahorro, y el 23,2% de las personas ni siquiera cuentan con ingresos en el país27. La situación 

es de tal magnitud que en todas las cabeceras municipales del país ha habido una reducción en el número 

de familias que podían consumir 3 comidas al día. Por ejemplo, Bogotá en donde el 90% de personas 

consumían 3 comidas al día, se ha reducido a un 71%28. La situación es peor en ciudades como Cartagena, 

donde antes de la pandemia 85% de las personas podían acceder a 3 comidas diarias, pero ahora la cifra se 

redujo al 35%29.  

                                                
25  Disponible en: https://id.presidencia.gov.co/Paginas/prensa/2020/Presidente-Duque-anuncia-que-Ingreso-Solidario-se-

extendera-hasta-junio-de-2021-200720.aspx 
26 DANE. “Presentación Pulso Social agosto de 2020”, 2020, Disponible en: https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-
tema/encuesta-pulso-social  
27 Íbid. 
28 DANE. Tweet, disponible en: https://twitter.com/DANE Colombia/status/1311460061080883201/photo/1 Cifras de DANE. 
“Presentación Pulso Social agosto de 2020”, 2020, Disponible en: https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-
tema/encuesta-pulso-social 
29 Íbid. 
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Esta situación se relaciona con las cifras de informalidad y desempleo en Colombia. De acuerdo con el 

último boletín de trabajo informal, existe un 46,3% de tasa de informalidad en las 13 ciudades y áreas 

metropolitanas estudiadas en el país30. De ese 46%, solo el 91% cotiza a seguridad social en salud y el 54% 

a pensión31. Por otro lado, la crisis económica ha suscitado un aumento histórico en la tasa de desempleo 

del país. Para el mes de agosto, la tasa total de desempleo fue de 18, 9%32, y, aún más grave, la tasa de 

desempleo específicamente de mujeres se ubicó en un 24, 2%, en comparación de la de hombres que fue 

de 15,3%33. El anterior resumen de las condiciones laborales, económicas y sociales de la población 

colombiana evidencian la necesidad de que el Gobierno nacional genere remedios específicos para controlar 

los efectos de la pandemia en la vida de las personas colombianas. Así, es deber del Estado generar 

condiciones de vida adecuadas para todas las personas, especialmente quienes se encuentran en las 

situaciones más graves debido a la pandemia. 

 

Organismos internacionales han hecho un llamado a los Estados a la materialización del derecho a un 

mínimo vital. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales afirma que los Estados necesitan 

adoptar medidas “para proteger y mitigar los efectos de la pandemia en grupos vulnerables”34. Esta misma 

preocupación ha sido manifestada por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo-PNUD35, la 

Comisión Económica para América Latina y el Caribe-CEPAL 36 , la Organización Internacional del 

Trabajo-OIT37, el Banco Mundial38, y otros organismos multilaterales.  

 

Distintos instrumentos de derecho internacional de los derechos humanos reconocen el derecho a un nivel 

de vida adecuado y el papel de los Estados en su garantía. En el Sistema Universal, el artículo 25 de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), y el artículo 11 del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966) establecen que toda persona y su familia tiene derecho 

a un nivel de vida adecuado. En ese sentido, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha 

señalado que el derecho a un nivel de vida adecuado adquiere gran relevancia para garantizar que quienes 

vivan en una privación continua o crónica de los recursos, efectivamente, disfruten sus derechos39. Estas 

                                                
30  DANE. “Boletín técnico empleo informal y seguridad social”. Mayo-julio 2020. Disponible en: 
https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/boletines/ech/ech informalidad/bol geih informalidad may20 jul20.pdf  
31 Íbid. 
32  DANE, “Boletín técnico mercado laboral”. Agosto de 2020. Disponible en: 

https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/boletines/ech/ech/bol_empleo_ago_20.pdf 
33 Íbid. 
34 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Declaración sobre la pandemia de enfermedad por coronavirus (COVID-19) y los 

derechos económicos, sociales y culturales. En: https://undocs.org/E/C.12/2020/1 
35 UNDP. “Checklist for a Human Rights-Based Approach to Socio-Economic Country Responses to COVID-19” 28 de julio de 2020. Disponible 

en: https://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/democratic-governance/human rights/checklist-for-a-human-rights-based-approach-

to-socio-economic-co.html  
36 CEPAL. “CEPAL propone avanzar hacia un ingreso básico para ayudar a la población más vulnerable a superar los efectos del coronavirus”, 12 

de mayo de 2020. Disponible en: https://www.cepal.org/es/comunicados/cepal-propone-avanzar-un-ingreso-basico-ayudar-la-poblacion-mas-

vulnerable-superar  
37  OIT. “The socio-economic impact of COVID-19 in fragile settings: Peace and social cohesion at risk” Disponible en: 

https://www.ilo.org/global/topics/employment-promotion/recovery-and-reconstruction/WCMS 741158/lang--en/index.htm  
38 Banco Mundial. “Exploring Universal Basic Income : A Guide to Navigating Concepts, Evidence, and Practices”, 20 de febrero de 2020. 

Disponible en: https://www.worldbank.org/en/topic/socialprotection/publication/exploring-universal-basic-income-a-guide-to-navigating-

concepts-evidence-and-practices 
39 Cuestiones sustantivas que se plantean en la Aplicación del Pacto interamericano de Derechos Económicos, sociales y culturales: La Pobreza y 

el Pacto Internacional de Derechos Económicos, sociales y culturales. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Declaración del 4 

de mayo de 2001. Disponible en: 

https://tbinternet.ohchr.org/ layouts/15/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=E%2fC.12%2f2001%2f10&Lang=en  
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garantías, al ser derechos universales independientes de la calidad de nacional o extranjero, también deben 

dirigirse ante personas migrantes en el territorio nacional, como es estimado en la Resolución 45/158 del 

18 de diciembre de 1990 de Naciones Unidas, y en la Declaración conjunta del Comité de Protección de 

los Derechos de todos los trabajadores migrantes y sus familias del 5 de septiembre de 201840. 

 

El pasado 11 de septiembre de 2020, el Relator de la ONU sobre pobreza extrema y derechos humanos 

publicó un informe especial sobre el estado de protección de los derechos humanos en el marco de la 

recuperación económica posterior a la COVID-1941. El informe hace recomendaciones a los Estados sobre 

el funcionamiento de sus programas de asistencia social durante y después de la pandemia. Para la eficacia 

de dichas medidas, el Informe sugiere, entre otras apreciaciones, que las medidas de protección social 

protejan a las personas migrantes dentro del territorio, dada su especial vulnerabilidad debido a su estatus 

migratorio. Por otro lado, recomienda que las políticas cuenten con un enfoque de género, ya que las 

mujeres son especialmente vulnerables en esta crisis, tienen una carga desproporcionada del cuidado de 

miembros de la familia enfermos o ancianos, y constituyen el 70% de trabajadores de la salud en todo el 

mundo42. 

 

Adicionalmente, el relator resalta la importancia de que estas políticas cuenten con formas de participación 

de la ciudadanía, con mecanismos de rendición de cuentas, y con instituciones que supervisen su ejecución. 

El relator resalta con preocupación que la construcción de estas políticas a nivel global no ha contado con 

la opinión de personas en condición de pobreza, a pesar de su valioso conocimiento. Concluye que el acceso 

a la información y a la participación son esenciales para asegurar que las políticas se diseñen e implementen 

de forma efectiva, y que lleguen a las personas que más necesitan de dicho apoyo. Además, la transparencia 

de estos procesos es necesaria particularmente para la supervisión de la ejecución presupuestal y contractual 

de las entidades encargadas del funcionamiento de estas políticas43. 

 

De manera que, a partir de una interpretación sistemática de los anteriores instrumentos internacionales, 

podemos concluir que los Estados deben tener en cuenta al menos los siguientes lineamientos en la 

construcción de las políticas sociales que busquen garantizar niveles de vida adecuados para las personas: 

(1) Acceso a atención de salud esencial, incluida la atención de la maternidad, que cumpla los criterios de 

disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad; (2) seguridad básica del ingreso para los niños y 

niñas, por lo menos equivalente a un nivel mínimo definido en el plano nacional que asegure el acceso a la 

alimentación, la educación, los cuidados y cualesquiera otros bienes y servicios necesarios; (3) seguridad 

básica del ingreso, por lo menos equivalente a un nivel mínimo definido en el plano nacional para personas 

en edad activa que no puedan obtener ingresos suficientes, en particular en caso de enfermedad, desempleo, 

maternidad e invalidez; y (4) seguridad básica del ingreso para las personas de edad, por lo menos 

equivalente a un nivel mínimo definido en el plano nacional.  

 

                                                
40 Comité Internacional de los Derechos de todos los trabajadores migrantes y sus familias. Declaración conjunta sobre la llegada 
masiva de ciudadanos venezolanos a las Américas. (2018)  
41 Naciones Unidas, Relator Especial sobre extrema pobreza y derechos humanos. “Looking back to look ahead: A rights-based 
approach to social protection in the post-COVID-19 economic recovery”. Original en inglés, 11 de septiembre de 2020. Disponible 
en: https://www.ohchr.org/Documents/Issues/Poverty/Covid19.pdf  
42 Íbid. 
43 Íbid. 
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3.2.1.1. El mínimo vital en la jurisprudencia de la Corte Constitucional  

 

Las anteriores referencias a los pronunciamientos internacionales sobre el derecho a un nivel de vida 

adecuado se relacionan en el ámbito colombiano con el derecho al mínimo vital. De acuerdo con la Corte 

Constitucional, el derecho al mínimo vital está directamente relacionado con la garantía de otros derechos 

fundamentales, como la integridad personal, la vida y la igualdad44. A través de este derecho se satisfacen 

necesidades básicas de las personas y sus familias, como alimentación, salud, educación, vivienda, 

recreación, entre otras, que permiten al individuo desarrollarse satisfactoriamente en el ámbito social45. 

 

La Corte afirma que el principio del Estado Social de Derecho exige al Estado esforzarse para asegurar a 

todos los habitantes del país una vida digna dentro de las posibilidades económicas que estén a su alcance46, 

pues la ausencia de un mínimo vital puede atentar gravemente contra la dignidad humana. Dice la Corte: 

“Sin un ingreso adecuado a ese mínimo no es posible asumir los gastos más elementales, como los 

correspondientes a alimentación, salud, educación o vestuario”47 (negrillas fuera del texto).  

 

De tal manera, resulta indispensable que el Estado desarrolle políticas sociales que garanticen un ingreso 

que asegure este derecho a fin de permitir condiciones de vida en dignidad, especialmente para quienes 

están en especiales condiciones de vulnerabilidad y que se ven más afectados por los impactos económicos 

de la pandemia.  

 

3.2.1.2. La garantía del mínimo vital y su relación con el derecho a la alimentación, la 

seguridad social, la vivienda y los servicios públicos básicos 

 

La garantía del derecho al mínimo vital resulta indispensable para la adecuada realización de otros derechos 

igualmente fundamentales tales como el derecho a la alimentación, la salud y la seguridad social. Cada uno 

de estos derechos conexos será explicado a continuación.  

 

El derecho a la alimentación adecuada está reconocido tanto en el derecho internacional como en el 

ordenamiento interno. El Protocolo de San Salvador (art. 12), la Declaración Universal de Derechos 

humanos (art. 25) o el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 11), así́ 

como lo dicho por varios relatores y comités, afirman que la garantía de una alimentación adecuada, 

nutritiva y saludable, debe permitir el más alto nivel desarrollo físico, emocional e intelectual, por su 

relación también con otros derechos como la salud48. 

  

                                                
44 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-776 de 2003, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.  
45 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-827 de 2004, M.P. Rodrigo Uprimny Yepes. 
46 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-426 de 1992, M.P Eduardo Cifuentes Muñoz. 
47 Ver entre otras: Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-818 de 2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero; Sentencia T- 

651 de 2008, M.P. Clara Inés Vargas Hernández; Sentencia T-738 de 2011, M.P. Mauricio González Cuervo. 
48 El Protocolo de San Salvador (art. 12), la Declaración Universal de Derechos humanos (art. 25) o el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 11), así como lo dicho por varios relatores y comités, afirman que la garantía de 
una alimentación adecuada, nutritiva y saludable, debe permitir el más alto nivel de desarrollo físico, emocional e intelectual, por 
su relación también con otros derechos, como la salud y la vida. Por su parte, la Corte Constitucional ha reconocido que el derecho 
a una alimentación nutricional y culturalmente adecuada está vinculado con la garantía de los derechos a la vida (Art. 11) la dignidad 
humana (Art. 1) la salud (art. 49 y Ley 1751 de 2015) y la integridad personal, especialmente en relación con grupos especialmente 
vulnerables, como los niños (Art. 44), las mujeres en estado de embarazo (Art. 43) o los adultos mayores (Ar. 46). 
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Según la Observación General 12 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, los estados 

deben buscar que todas las personas “tengan acceso al mínimo de alimentos esenciales suficientes y 

nutritivamente adecuados que los protejan contra el hambre”. De manera que, “cuando un individuo o un 

grupo sea incapaz, por razones que escapen a su control, de disfrutar el derecho a una alimentación 

adecuada por los medios a su alcance, los Estados tienen la obligación de realizar [hacer efectivo] ese 

derecho directamente”49.  

 

Por su parte, la Corte Constitucional ha reconocido que el derecho a una alimentación nutricional y 

culturalmente adecuada está vinculado con la garantía de los derechos a la vida (Art. 11) la dignidad humana 

(Art. 1) la salud (art. 49 y Ley 1751 de 2015) y la integridad personal, especialmente en relación con grupos 

vulnerables, como los niños y niñas (Art. 44), las mujeres en estado de embarazo (Art. 43) o las personas 

adultas mayores (Ar. 46). En el mismo sentido, ha afirmado que la alimentación adecuada es una garantía 

fundamental para que todas las personas tengan un nivel de vida adecuado. Por esa razón, debe ser accesible 

a todos, aún más, si se trata de grupos en especial vulnerabilidad socioeconómica.  

 

De acuerdo con cifras entregadas por el DANE en su Encuesta Nacional de Presupuesto de los Hogares de 

2018, los hogares colombianos destinan cerca de un 16% de sus ingresos mensuales a gastos de 

alimentación. Sin embargo, en las zonas rurales dispersas, este puede ascender al 31,2%, que por lo general, 

coinciden con grupos vulnerables como campesinos, comunidades afro o pueblos indígenas. Además, en 

nuestro país la realidad alimentaria es preocupante: de acuerdo con cifras entregadas por la Organización 

de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), para 2015 el 8.8% de la población 

colombiana, es decir cerca de 4.4 millones de personas, se encontraban subalimentadas.  

 

Por otro lado, la Corte Constitucional ha expuesto que la seguridad social es tanto un derecho como un 

servicio público esencial (Art. 48) a través del cual se garantizan la dignidad de las personas ante un evento 

que “mengüe su estado de salud, calidad de vida y capacidad económica, o que se constituya en un 

obstáculo para la normal consecución de sus medios mínimos de subsistencia a través del trabajo”50.  

 

Por esta razón, la incapacidad de las personas para garantizar un ingreso mínimo a causa de las medidas de 

distanciamiento social y cierre de espacios productivos, afecta de manera grave la seguridad social de los 

más vulnerables, quienes normalmente no tienen ingresos constantes, trabajan en la informalidad o sin 

condiciones laborales que les protejan contra situaciones como las mencionadas por el Comité DESC o la 

Corte Constitucional, exacerbadas con la pandemia. Además, existen grupos más vulnerables, como 

migrantes, pueblos indígenas, mujeres cabeza de familia, entre otros, que deben ser protegidos por el Estado 

ante la inminente vulneración de sus derechos fundamentales. 

 

Finalmente, en materia de acceso a la vivienda y los servicios públicos esenciales, la Relatora Especial 

para el Derecho a la Vivienda Adecuada ha expuesto que los Estados deben proteger el derecho a la vivienda 

de aquellos más vulnerables. Como mínimo, las medidas deben encaminarse a proteger a dos grupos que 

                                                
49 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. “Observación General 12. El derecho a una alimentación adecuada 
(artículo 11)”. 20º período de sesiones Ginebra, 26 de abril a 14 de mayo de 1999. Disponible en: 
http://www.desarrolloeconomico.gov.co/sites/default/files/marco-legal/Observacion-12-Comite-Derechos-Economicos.pdf  
50 Ver, entre otras, las sentencias T-032 de 2012; T-072 de 2013 y T-146 de 2013. 
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se encuentran en niveles particulares de riesgo: aquellos que viven en viviendas de emergencia, personas 

sin hogar, y asentamientos informales; y aquellos que enfrentan la pérdida de empleo y dificultades 

económicas que puedan resultar en el retraso de pagos de hipoteca o renta o en desahucios51.  

 

Según la jurisprudencia de la Corte Constitucional esto significa que, dada la relación de este derecho con 

otros derechos humanos como la vida digna, una vivienda adecuada tiene que cumplir con los siguientes 

factores: a) seguridad jurídica de la tenencia; b) disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e 

infraestructura; c) gastos soportables; d) habitabilidad; e) asequibilidad; f) lugar y g) adecuación cultural52. 

Todos estos deben ofrecer un “espacio adecuado a sus ocupantes y de protegerlos del frío, la humedad, el 

calor, la lluvia, el viento u otras amenazas para la salud, de riesgos estructurales y de vectores de 

enfermedad”53. 

 

Aun cuando el Gobierno ha emitido algunos decretos para mitigar los impactos del COVID-19 en la 

población, permitiendo a las entidades territoriales establecer subsidios para estratos 1 y 2, el gasto no 

subsidiado y diferido representa para las familias, especialmente las más vulnerables, un problema 

económico más para cubrir. Además, si bien el Gobierno ha adoptado medidas para garantizar el derecho a 

la vivienda a través del Decreto Legislativo 579 de 2020, también es cierto que estas son insuficientes, pues 

el pago del arrendamiento no cesa. 

 

En conclusión, el derecho al mínimo vital implica un entendimiento global de otros derechos fundamentales 

(la salud, la alimentación, la seguridad social y la vivienda) para garantizar que las personas tengan acceso 

a un nivel de vida adecuado. La falta de acceso al alimento adecuado, y sus impactos a la salud, sumado a 

la precariedad del acceso al sistema de seguridad social, es un problema que ya estaba presente en Colombia 

en condiciones de normalidad y que tiende a agravarse en medio de las medidas de aislamiento adoptadas 

para afrontar la pandemia. Al ser un gasto fijo que tienen que asumir todas las personas para vivir, pero que 

no puede solventar la población en condiciones de especial vulnerabilidad económica, se hace necesario a 

través del PIS buscar la garantía de su derecho a la alimentación adecuada. Además, la protección del 

derecho a una vivienda adecuada debe ser central, donde los servicios públicos domiciliarios están 

relacionados con la satisfacción de estos dos derechos. Por tal razón, la falta de inclusión en las políticas 

que buscan garantizar condiciones de vida dignas a los más vulnerables en el tiempo del aislamiento social, 

vulnera el derecho a una vivienda en condiciones de dignidad, que implica asimismo el acceso a los 

servicios públicos como agua, gas y electricidad. 

 

3.3. Los programas sociales diseñados para el Estado deben cumplir ciertos mínimos: a) 

deber de transparencia y claridad en la asignación; b) deber de no discriminación 

 

En el presente aparte, sostendremos que si bien el Estado tiene una amplia facultad de configuración de la 

política social, una vez establecida, esta debe cumplir ciertos mínimos como corresponde a cualquier otra 

política en un Estado Social de Derecho. Explicaremos entonces por qué la política pública del PIS, debe 

garantizar (i) el acceso en condiciones de igualdad a grupos que se encuentran en una especial 

                                                
51 Relatora especial sobre el derecho a la vivienda adecuada. Comunicado “La vivienda, la primera línea de defensa frente al brote 
de COVID-19”. En:  https://www.ohchr.org/SP/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=25727&LangID=S 
52 Corte Constitucional. Sentencia T-341 de 2016. MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
53 Íbid. 
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vulnerabilidad económica equiparable a las beneficiarias del PIS, y además, (ii) criterios de transparencia 

y de acceso a información pública con el fin de garantizar claridad para poder ser beneficiario en 

condiciones de igualdad; pues su exclusión con base en criterios formales, dadas las condiciones fácticas 

especiales de la pandemia y las medidas de aislamiento, significa un trato discriminatorio que compromete 

de manera grave sus derechos fundamentales. 

 

Para la construcción de políticas públicas que buscan garantizar derechos fundamentales, como, en este 

caso, el mínimo vital, la dignidad humana y otros conexos, el Gobierno tiene un margen de maniobra. 

Mediante el Decreto Legislativo 518 de 2020, el Gobierno Nacional creó y fijó las directrices del PIS. Este 

fue declarado constitucional por la Corte54, entendiendo que, “el Ejecutivo preserva un margen de maniobra 

para establecer los mecanismos y dispositivos para aliviar las cargas económicas de las personas”55.  

 

No obstante, existen estándares según los cuales el PIS debe garantizar el mínimo vital y otros derechos 

conexos de quienes pudieren resultar excluídos, pues de lo contrario se violaría el derecho a la igualdad a 

quienes estén en la misma situación. El artículo 2 (2) del Pacto Internacional de Derechos Económicos 

Sociales y Culturales, establece los principios igualdad y no discriminación. De acuerdo con la Observación 

General No. 20 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Estado debe permitir el goce 

de los derechos sociales sin tratos discriminatorios o arbitrarios (dimensión formal), y, por otro, que debe 

implementar políticas que busquen una igualdad real de oportunidades (dimensión sustantiva)56.  

 

Por otro lado, según los artículos 2 y 13 de la Constitución, el Estado tiene el deber de adoptar medidas 

tendientes a la erradicación de la discriminación y la marginación social57. Una de las formas de hacer 

efectivo este deber es a través de la expedición de una política pública que busque generar condiciones para 

disminuir las brechas socioeconómicas entre las personas y garantizar el mínimo vital58. Esto implica 

necesariamente que quienes cumplan las condiciones para ser beneficiario de estas políticas deben poder 

competir en igualdad de condiciones59 para recibir los beneficios60. En consecuencia, el Estado debe 

garantizar el derecho a acceder a la información pública (Arts. 20 y 74 C.P.; Art. 19 CADH) para posibilitar 

“el ejercicio de otros derechos constitucionales, al permitir conocer las condiciones necesarias para su 

realización”61. 

 

                                                
54 Corte Constitucional. Comunicado de exequibilidad del Decreto 518 de 2020, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. Disponible 
en: http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=CorteConstitucional/30039483  
55 Íbid. 
56 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. “Observación General 20 sobre la no discriminación y los derechos 
económicos, sociales y culturales”. Disponible en: https://conf-

dts1.unog.ch/1%20SPA/Tradutek/Derechos hum Base/CESCR/00 1 obs grales Cte%20Dchos%20Ec%20Soc%20Cult html#
GEN20  
57 Corte Constitucional, sentencia T 307 de 1999, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
58 Corte Constitucional, sentencia T-193 de 2019, M.P. Cristina Pardo Shlesinger. 
59 Corte Constitucional, sentencia T-307 de 1999, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
60 Ver, Corte Constitucional, sentencias T-499 de 1995, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-716 de 2017, M.P. Carlos Bernal Pulido; 
T-162 de 2001, M.P. Fabio Morón Díaz. 
61 Ver entre otras: Corte Constitucional, sentencias C-276 de 2019, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
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Frente a la distribución de bienes escasos, se ha establecido que las autoridades que ejecutan las políticas 

públicas deben garantizar que este ejercicio respete los derechos de los interesados 62 , a través de 

“(i) respetar el principio de igualdad de oportunidades de todos los interesados; (ii) ser 

transparentes, (iii) estar predeterminados y (iv) no afectar desproporcionadamente los derechos de 

algunas personas”63. 

 

Relacionado con lo anterior, instrumentos internacionales han reconocido el impacto diferencial que ciertas 

políticas pueden tener en ciertos grupos y la necesidad de que el Estado remedie esta situación, evitando 

así propiciar contextos de desigualdad material. Por ejemplo, los Principios de Limburg ponen de presente 

la necesidad de “poner fin con toda la rapidez posible a cualquier discriminación de facto que resulte de 

una desigualdad en el goce de los derechos económicos, sociales y culturales debido a una escasez de 

recursos u otros factores”64. En el mismo sentido, la Observación General No. 20 sobre no discriminación 

del Comité DESC expone que: 

 

“Para eliminar la discriminación en la práctica se debe prestar suficiente atención a los grupos o 

individuos que sufren injusticias históricas o son víctimas de prejuicios persistentes en lugar de 

limitarse a comparar el trato formal que reciben las personas en situaciones similares. Los Estados 

partes deben, por tanto, adoptar de forma inmediata las medidas necesarias para prevenir, reducir 

y eliminar las condiciones y actitudes que generan o perpetúan la discriminación sustantiva o de 

facto. Por ejemplo, asegurar que todas las personas tengan igual acceso a una vivienda adecuada 

y a agua y saneamiento ayudará a superar la discriminación de que son objeto las mujeres, las 

niñas y las personas que viven en asentamientos informales y zonas rurales”65. 

 

Las falencias del Estado en la divulgación de información clara, comprensible, veraz y sobre todo oportuna, 

relacionada con las políticas socioeconómicas y cómo acceder a ellas, afectan tanto el derecho fundamental 

de acceder a la información como el ejercicio de otros derechos (mínimo vital, alimentación, vivienda, 

salud)66. Además, la garantía de la igualdad implica que las políticas públicas deben estar diseñadas para 

garantizar el acceso de todos aquellos que cumplan con las condiciones para ser beneficiarios, y a grupos 

en condiciones de vulnerabilidad graves, aunque no cumplan con los requisitos, pues de lo contrario se 

estaría dando un trato arbitrario y desigual67.  

 

Por lo anterior, las directrices y la forma de funcionamiento de los programas de asistencia del Estado en 

el marco de la pandemia, como lo es el PIS, buscan generar transferencias monetarias no condicionadas a 

personas “cuyo mínimo vital se encuentra en riesgo por las circunstancias que motivaron la declaratoria 

                                                
62 Corte Constitucional, sentencias C-221 de 2011, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; y C-520 de 2016, M.P. María Victoria Calle 
Correa. 
63 Corte Constitucional, sentencia C-520 de 2016, M.P. María Victoria Calle Correa. 
64 “Los Principios de Limburg sobre la Aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales”. 

Maastrich, junio de 1986. Párr. 38. Disponible en: http://www.derechoshumanos.unlp.edu.ar/assets/files/documentos/los-
principios-de-limburg-sobre-la-aplicacion-del-pacto-internacional-de-derechos-economicos-sociales-y-culturales-2.pdf 
65 Comité DESC. “Observación General No. 20 La no discriminación y los derechos económicos, sociales y culturales  
(artículo 2, párrafo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales)” E/C.12/GC/20 2 de julio de 2009. 
66 Organización de los Estados Americanos (OEA). Guía práctica de respuestas inclusivas y con enfoque de derechos ante el 
COVID-19 en las Américas (OEA, 2020, p. 3). Disponible en: http://www.oas.org/es/sadye/publicaciones/GUIA SPA.pdf  
67 Ver entre otras: Corte Constitucional. sentencia T-698 de 2012. M.P. Mauricio González Cuervo; C-1110 de 2001, M.P. Clara 
Inés Vargas Hernández; C-520 de 2016, M.P. María Victoria Calle Correa. 
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del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”68, así como garantizar demás derechos de 

especial relevancia como la salud, la alimentación, y la vivienda digna. Ahora, dado el carácter limitado de 

los recursos que se pueden distribuir para la ejecución de estos programas, el Gobierno tiene la potestad de 

establecer ciertos criterios de priorización para que estos auxilios lleguen en primera medida a los hogares 

más vulnerables.  

 

La selección de los hogares vulnerables responde a cómo el Estado tiene un deber constitucional de generar 

políticas públicas a partir de conocer las condiciones de sus habitantes. De esta manera, el DANE tiene 

deberes legales en la captura de información estadística que retrate las condiciones de sujetos vulnerables. 

El Decreto 262 de 2004, que estructura el funcionamiento de dicha entidad, preceptúa en su artículo 1 que 

el DANE tiene como objetivos garantizar la producción, disponibilidad y calidad de la información 

estadística estratégica, así como dirigir, planear, ejecutar, coordinar, regular y evaluar la producción y 

difusión de información oficial básica (artículo 1). Adicionalmente, una de las funciones de esta institución 

pública es definir y producir información estadística estratégica que deba generarse a nivel nacional, 

sectorial y territorial, para apoyar la planeación y toma de decisiones por parte de las entidades estatales. 

 

La Corte Constitucional ha entendido que la información estadística, pública y desagregada que 

diagnostique las condiciones de sujetos de especial protección constitucional es esencial para que el Estado 

adopte políticas públicas a favor de esos sectores y, así, garantice su derecho fundamental a la igualdad 

material y el goce efectivo de sus DESC, en el entendido de que “la exactitud de la información estadística 

es fundamental para el diseño de políticas públicas y programas sociales.”69 

 

Ahora bien, esta priorización de hogares vulnerables debe realizarse a través de una selección transparente 

y que respete el principio de igualdad material. Lo anterior quiere decir que la selección de beneficiarios 

debe i) establecer un criterio claro para la inclusión/exclusión de sus beneficiarios; y ii) establecer 

condiciones que permiten la aplicación equitativa de la política de manera que no se viole de facto el 

derecho a la igualdad. No obstante, a la fecha no existe documentación pública en la que se establezca la 

forma de selección de las beneficiarias del PIS, más allá de lo ya especificado sobre el cruce de bases de 

datos del SISBÉN y otros ministerios. 

 

3.3.1. El DNP y el DPS no establecen criterios públicos para determinar quienes son las 

personas beneficiarias del PIS, incumpliendo así el criterio de transparencia y claridad 

en la asignación 

 

Las directrices y la forma de funcionamiento de los programas de asistencia del Estado en el marco de la 

pandemia, como lo es el PIS, buscan garantizar el derecho al mínimo vital, así como demás derechos de 

especial relevancia como la salud y la alimentación, con una priorización que debe realizarse a través de 

una selección transparente y que respete el principio de igualdad material. A la fecha no existe 

documentación pública en la que se establezca la forma de selección de las beneficiarias del PIS. Así, no 

contamos con la información suficiente para establecer si la forma en que el Gobierno Nacional realiza la 

priorización es acorde a los postulados del derecho a la igualdad, así como si la selección final es hecha de 

forma cierta o aleatoria.  

                                                
68 Decreto 518 de 2020, considerando. 
69 Corte Constitucional, sentencia C-478 de 2011, M.P. Jorge Ignacio Pretelt, 
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Particularmente, el acceso como beneficiarias al PIS se realiza a través de un acto administrativo expedido 

por el DNP y que la Resolución 1093 de 6 de abril de 2020 establece el criterio para definir las personas 

beneficiarias de la transferencia monetaria del PIS. No obstante, esta definición de las beneficiarias no es 

totalmente transparente ni predeterminada, ya que no se establecen criterios específicos de selección, a 

pesar de que la resolución establece que el DNP realizará un cruce de información de las bases de datos del 

SISBÉN, del DPS, y de los Ministerios del Trabajo, Salud y Protección Social, y de Hacienda y Crédito 

Público.  

 

El derecho al acceso a la información pública garantiza el funcionamiento adecuado de la democracia y del 

Estado de derecho70, ya que cumple una función instrumental. De acuerdo con la Corte Constitucional, la 

publicidad de las actuaciones administrativas, contenida en el artículo 209 de la Constitución Política 

“obliga a la administración a poner en conocimiento de sus destinatarios los actos administrativos, con el 

fin, no sólo de que éstos se enteren de su contenido y los observen, sino que, además, permita impugnarlos 

a través de los correspondientes recursos y acciones”71. Además, este derecho garantiza la transparencia 

de la gestión pública, y por lo tanto, se constituye en un mecanismo de control ciudadano,  

  

“para que las agencias del Estado se vean obligadas a explicar públicamente las decisiones 

adoptadas y el uso que le han dado al poder y a los recursos públicos; son la garantía más 

importante de la lucha contra la corrupción y del sometimiento de los servidores públicos a los 

fines y procedimientos que les impone el derecho; son la base sobre la cual se puede ejercer un 

verdadero control ciudadano de la gestión pública y satisfacer los derechos políticos 

conexos”72.  

  

Por otra parte, este derecho impone dos deberes a las autoridades. En primer lugar, deben suministrar a 

quien lo solicite, información clara, completa, oportuna, cierta y actualizada, sobre su actividad. En segundo 

lugar, también es necesario que las autoridades públicas conserven y mantengan “la información sobre su 

actividad, ya que, de no hacerlo, se vulnera el derecho de las personas al acceso a la información pública 

y, en consecuencia, el derecho a que ejerzan un control sobre sus actuaciones”73.  

 

En relación con esta obligación de publicidad por parte del Estado, así como con la obligación de informar 

adecuadamente a quien solicite a las autoridades, el artículo 74 de la Constitución garantiza el derecho de 

todas las personas a acceder a los documentos públicos, y el artículo 20 dispone en el derecho a la libertad 

de expresión, la facultad de recibir información veraz e imparcial. Por otro lado, la Ley 1712 de 2014, que 

es la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública Nacional, en su artículo 4 

establece expresamente que toda persona puede conocer sobre la existencia y acceder a la información 

pública en posesión o bajo control del Estado. La Corte Constitucional ha sido enfática en relacionar los 

derechos a la libertad de expresión y a la facultar de recibir información con el principio de transparencia 

en la información pública. De acuerdo con este principio, la información en poder de los sujetos obligados, 

                                                
70 Corte Constitucional, Sentencia C-038 de 1996, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
71 Corte Constitucional, Sentencia T-420 de 1998, MP. Antonio Barrera Carbonell; Sentencia C-957 de 1999, MP: Álvaro Tafur 
Galvis. 
72 Corte Constitucional, Sentencia C-089 de 1994, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
73 Corte Constitucional, Sentencia C-274 de 2013, M.P. María Victoria Calle Correa. 
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es decir de las autoridades del Estado, se presume pública, y deben proporcionarla y facilitar su acceso en 

los términos más amplios74. 

 

En conexión con lo anterior, también se encuentra consagrado el principio de divulgación proactiva de la 

información. El carácter amplio del acceso a la información pública es caracterizado por la jurisprudencia 

constitucional 75 , en sintonía con la doctrina del sistema interamericano de derechos humanos 76 , por 

el principio de máxima divulgación, vinculado con el artículo 13 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos que prescribe que toda información pública debe ser accesible como regla general, de 

modo que el régimen de limitaciones imponibles tenga carácter limitado. Esto implica que el derecho de 

acceso a la información no se limita a que las autoridades resuelvan solicitudes de información, sino que 

incluye el deber de dichos sujetos de: 

 

“promover y generar una cultura de la transparencia, lo que conlleva la obligación de publicar y 

divulgar documentos y archivos que plasman la actividad estatal y de interés público, de forma 

rutinaria y proactiva, actualizada, accesible y comprensible, atendiendo a límites razonables del 

talento humano y los recursos físicos y financieros.” 77 

  

El principio referido supone que ante la duda o el vacío legal sobre el carácter público o reservado de la 

información, opera la presunción de publicidad 78 . En consecuencia, la información producida por 

autoridades públicas se presume pública y de libre circulación.  

 

A pesar del carácter relevante del acceso a la información pública, de la presunción de publicidad de dicha 

información que emite el Ejecutivo Nacional en relación con el PIS, y del deber de transparencia en relación 

con la publicación proactiva de dicha información, a la fecha no se cuenta con un esquema claro de cómo 

se efectúa la elección de las personas beneficiarias del PIS. Ello, a pesar de contar con seis meses desde la 

creación del Programa, y con su ampliación hasta junio del año 2021. El no tener claros bajo qué parámetros 

se realiza la selección de las beneficiarias del programa suscita la duda de si esta selección se está realizando 

a través de criterios ciertos, o si en cambio se está realizando de forma aleatoria o discriminatoria. 

 

Ante esta duda se interpuso un derecho de petición el día 21 de septiembre del presente año. Aunque a la 

fecha nos encontramos esperando respuesta de dicha solicitud, es evidente la necesidad de que por un medio 

más expedito se enmiende esta omisión de la publicidad de esta información. Es cuestionable que una 

decisión tan importante sobre la forma en que se seleccionan las beneficiarias de un auxilio del Gobierno 

en el marco de una pandemia, no tenga de forma pública y transparente la manera en cómo se realiza la 

selección. Adicionalmente, y como se verá más adelante, el no contar con los criterios específicos sobre los 

que se hace la selección nos imposibilita estudiar si esta selección de beneficiarias del PIS, en el que no 

hemos sido incluidas, vulnera o no derechos fundamentales en su estructuración. 

 

                                                
74 Corte Constitucional, Sentencia C-276 de 2019, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
75 Corte Constitucional, Sentencia C-274 de 2013, M.P. María Victoria Calle Correa. 
76  Relatoría Especial para la Libertad de Expresión (2009) “El derecho de acceso a la información en el marco jurídico 
interamericano”. Documento OEA/Ser. L/V/II. CIDH/RELE/INF.1/09 
77 Corte Constitucional, Sentencia C-276 de 2019, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
78 Ibid. 
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Por ende, a pesar de la falta de claridad, una de las únicas características que las accionantes medianamente 

consideramos como requisito más claro en el acceso al PIS es el contar con un puntaje de SISBÉN que 

evidencie una vulnerabilidad socioeconómica considerable. Particularmente, de acuerdo con la página web 

del PIS79, el Gobierno Nacional expuso que en la primera etapa del programa, que ocurrió en los meses de 

marzo y abril, las familias más vulnerables fueron las primeras beneficiadas, donde se realizaron 

transferencias monetarias a personas de los grupos A, B y C del SISBÉN IV, y a personas con un puntaje 

menor a 30 del SISBÉN III.  

 

Sin embargo, tanto la falta de información en la determinación de las personas beneficiarias, así como este 

requisito de contar con cierto puntaje en el SISBÉN, nos impone barreras a pesar de que, según nuestra 

situación material, deberíamos hacer parte del Programa. Este requisito, así como otros tres que se 

estudiarán a continuación, evidencian una clara vulneración de nuestros derechos fundamentales. 

 

 

3.4. Las accionantes no cumplimos con otros requisitos que suponemos que el PIS exige, y 

tenemos barreras para poder acceder a los pagos del programa (Vulneración de 

derecho a la igualdad) 

 

De acuerdo con la información disponible para el público80, existen cuatro requisitos para que una persona 

sea incluida y reciba los beneficios del PIS: 1) encontrarse registrada en el Sistema de SISBÉN, 2) tener un 

puntaje menor de 30, 3) no ser beneficiario de otro programa de asistencia del Estado, y 4) poder acceder 

al sistema financiero.  

 

A pesar de que las accionantes nos encontramos en una grave situación de vulnerabilidad, se han enfrentado 

a serias barreras para cumplir con tres de los requisitos mencionados anteriormente. Estas barreras vulneran 

nuestro derecho fundamental a la igualdad, pues independientemente de nuestro ingreso o puntaje de 

SISBÉN en la actualidad, no tenemos la posibilidad de ingresar, en igualdad de condiciones, para cumplir 

con los requisitos del PIS. En esta sección se explican de manera detallada cada una de estas barreras y se 

argumentan las razones por las cuales constituyen una vulneración del derecho a la igualdad.  

  

 

3.4.1. La falta de acceso equitativo a la encuesta del SISBÉN, que es uno de los requisitos para 

acceder al PIS, viola derechos de las accionantes que no han podido acceder a la encuesta 

o que tienen un puntaje mayor a 30 que no refleja su situación socioeconómica actual  

 

La Corte Constitucional ha considerado que el derecho a la igualdad debe orientar la asignación del gasto 

social y otorgar “acceso y participación igualitarios en los procedimientos por medio de los cuales las 

instituciones públicas efectúan el reparto”81. Es decir, el derecho a la igualdad implica que todas las 

personas deberían tener iguales oportunidades de acceder a los procedimientos que determinan si cumplen 

                                                
79 Programa Ingreso Solidario, página web. Disponible en: https://ingresosolidario.prosperidadsocial.gov.co/# 
80 Programa Ingreso Solidario, página web. Disponible en: https://ingresosolidario.prosperidadsocial.gov.co/# 
81 Corte Constitucional, Sentencias T-307 de 1999, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-162 de 2001, M.P. Fabio Morón Díaz; T-
716 de 2017, M.P. Carlos Bernal Pulido. 
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o no con los requisitos de un programa de gasto social para garantizar el derecho fundamental de acceso 

igualitario a los bienes y recursos públicos82. Un acceso y participación igualitario significa que, como 

condición precedente, el procedimiento tiene que ser claro83 y accesible84 para que quien cumpla con los 

criterios tenga la opción de participar y convertirse en beneficiario. 

 

El SISBÉN es “el principal instrumento a disposición de las autoridades de las entidades territoriales para 

focalizar el gasto social descentralizado”85. Esta base de datos sirve para seleccionar a los beneficiarios de 

los programas sociales dirigidos a los sectores más pobres y vulnerables de la población financiados con 

los recursos provenientes de las transferencias intergubernamentales86. El DNP diseña el SISBÉN mientras 

los distritos y los municipios lo implementan en cumplimiento con las instrucciones de esta institución del 

orden nacional87. La operación consiste en la recolección, a través del mecanismo de la encuesta, de la 

información que se requiere para completar la denominada ficha de clasificación socioeconómica. Se usa 

esta ficha para arrojar un puntaje que permite ubicar a la familia o individuo encuestado en algún nivel de 

pobreza88.  

  

La Corte Constitucional lo ha reconocido como “un mecanismo de focalización del gasto social, que 

permite seleccionar a los beneficiarios de los programas sociales dirigidos a los sectores más pobres y 

vulnerables de Colombia”89, pues a menudo hace parte fundamental de los “procedimientos por medio de 

los cuales las instituciones públicas efectúan el reparto” de los bienes y recursos públicos 90 . La 

participación en los procedimientos tiene que ser igualitaria91, y por eso la Corte ha establecido que los 

ciudadanos tienen derecho “de acceder al SISBÉN de manera igualitaria”92.  

 

La Corte ha señalado que omisiones o actuaciones ilegítimas que impiden el acceso de los ciudadanos al 

SISBÉN, como por ejemplo una política de dejar de practicar encuestas en los sectores pobres y vulnerables, 

“constituyen una vulneración del principio de igualdad (C.P., artículo 13) en el proceso de asignación de 

bienes escasos"93.  

 

                                                
82 Corte Constitucional. Sentencias T-499 de 1995, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-716 de 2017, M.P. Carlos Bernal Pulido.  
83 Corte Constitucional, Sentencias C-274 de 2013, M.S. María Victoria Calle Correa; C-276 de 2019, M.P. Gloria Stella Ortiz 
Delgado. 
84 Corte Constitucional, Sentencias T-307 de 1999. MP: Eduardo Cifuentes Muñoz; T-862 de 2002. MP: Alfredo Beltrán Sierra. 
85 Corte Constitucional, Sentencias T-307 de 1999, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-862 de 2002, M.P. Alfredo Beltrán Sierra; 

T-508 de 2016, M.P. Alberto Rojas Ríos. 
86 Constitución Política de Colombia, Artículos 356 y 357; Ley 1176 de 2007, Por la cual se desarrollan los artículos 356 y 357 de 
la Constitución Política y se dictan otras disposiciones. 
87 Ley 1176 de 2007, Por la cual se desarrollan los artículos 356 y 357 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones, 
artículo 24.  
88 Departamento Nacional de Planeación. Decreto 441 del 16 de marzo de 2017,"Por el cual se sustituye el Título 8 del Libro 2 de 
la Parte 2 del Decreto 1082 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de Planeación Nacional, con el fin 
de reglamentar el artículo 24 de la Ley 1176 de 2007 respecto del instrumento de focalización de los servicios sociales, y se dictan 

otras disposiciones".  
89 Corte Constitucional, Sentencia T-716 de 2017, M.P. Carlos Bernal Pulido. 
90 Corte Constitucional, Sentencias T-307 de 1999, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-162 de 2001, M.P Fabio Morón Díaz; T-
716 de 2017, M.P. Carlos Bernal Pulido.  
91 Ibid. 
92 Corte Constitucional, Sentencias T-307 de 1999, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-862 de 2002, M.P. Alfredo Beltrán Sierra. 
93 Corte Constitucional, Sentencias T-307 de 1999, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-1210 de 2001, M.P. Rodrigo Escobar Gil; 
T-862 de 2002, M.P. Alfredo Beltrán Sierra; T-508 de 2016, M.P. Alberto Rojas Ríos; T-716 de 2017, M.P. Carlos Bernal Pulido. 
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El 16 de marzo de 2020, el Departamento Nacional de Planeación expidió un “Protocolo de salud 

recomendado para la operación de la fase de demanda de SISBÉN frente al COVID-19” que en la práctica 

limitó el acceso de la ciudadanía a las oficinas de esta institución. De acuerdo con este protocolo se ordenó 

que los municipios suspendieran la aplicación de encuestas nuevas por inconformidad con la información 

registrada y que se realizaría el registro de solicitudes de encuesta nueva solamente en los casos prioritarios 

y de urgencia, como la de personas que no están registradas en el SISBÉN94. Esta medida ha tenido serias 

implicaciones para las accionantes que, a pesar de estar inscritas, requerimos una reevaluación de puntaje, 

o para quienes no hemos podido acceder a la encuesta, las cuales se explican a continuación. 

 

No existen datos públicos sobre el impacto que ha tenido la pandemia en el número de encuestas del 

SISBÉN que el Estado ha realizado este año. Sin embargo, algunos municipios indicaron en sus páginas 

web que están adelantando un número muy limitado de encuestas95. Además, algunos funcionarios del 

Estado han reconocido la existencia de la falta de acceso al SISBÉN, lo que ha creado barreras para el 

acceso a otros servicios fundamentales, como a los servicios de salud96.  

 

A pesar de que el protocolo del DNP indicó que los municipios deberían priorizar las visitas de las encuestas 

para quienes no cuentan con un puntaje en el SISBÉN, existe evidencia de que algunos municipios 

decidieron no seguir aplicando encuestas nuevas mientras que otras las aplican de una manera discrecional. 

Por ejemplo, en Cúcuta, casi 500.000 personas se quedaron sin puntaje en el SISBÉN por la reducción en 

el número de encuestas a causa de la pandemia97. En otros municipios, están aplicando las encuestas nuevas 

de una manera discrecional. Por ejemplo, la página web de la Alcaldía de Cali dice “como medida 

preventiva, para contribuir a la NO propagación del COVID-19, solo se atenderán solicitudes prioritarias” 

sin definir lo que constituye una “solicitud prioritaria”98. En el caso de una accionante que no se encuentra 

en el SISBÉN han pasado más de 7 meses sin que se les apliquen las encuestas solicitadas99, mientras que 

otra accionante ha estado esperando la visita por 3 meses100, esto evidencia que algunos municipios han 

dejado de hacer encuestas nuevas o las están administrando de manera discrecional.  

 

Por otro lado, otras accionantes ya nos encontrábamos registradas en el SISBÉN con puntajes mayores a 

30 101 . Sin embargo, las medidas de confinamiento han empeorado considerablemente la situación 

económica de muchas de nosotras sin que podamos actualizar nuestro puntaje viéndonos excluidas del 

                                                
94 Departamento Nacional de Planeación, Protocolo de salud recomendado para la operación de la fase de demanda de SISBEN 
frente al COVID-19, 2020. Disponible en: 
https://alcaldialacruznarino micolombiadigital.gov.co/sites/alcaldialacruznarino/content/files/000524/26176 protocolo-de-salud-
preventivo--fase-de-demanda-sisben 16032020.pdf.  
95 Por ejemplo, la página web de la Alcaldía de Cali todavía indica que ¨como medida preventiva, para contribuir a la NO 
propagación del COVID-19, solo se atenderán solicitudes prioritarias  ̈ sin definir lo que constituye una ¨solicitud prioritaria .̈ 

Disponible en: https://www.cali.gov.co/planeacion/publicaciones/3383/sisben/.  
96  El Pereirano, “Implementan nuevas rutas de afiliación al SISBEN”, 2020. Disponible en: 
https://www.elpereirano.com/implementan-nuevas-rutas-de-afiliacion-al-sisben/.  
97  La Opinión. “La pandemia no ha permitido al SISBEN encuestar 458.500 ciudadanos,” 2020. Disponible en: 
https://www.laopinion.com.co/cucuta/la-pandemia-no-ha-permitido-al-sisben-encuestar-458500-ciudadanos-198473.  
98 SISBÉN. Alcaldía de Cali. Disponible en: https://www.cali.gov.co/planeacion/publicaciones/3383/sisben/ 
99 Es el caso de     
100 Es el caso de     
101 Es el caso de                
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beneficio justo cuando más lo necesitamos. El protocolo del DNP suspendió durante la pandemia la 

aplicación de nuevas encuestas por inconformidad con la información registrada, lo que excluye a este 

grupo de accionantes del PIS.  

 

Tanto la situación de las accionantes que no nos encontramos en el SISBÉN, como la de quienes nos 

encontramos en el SISBÉN con un puntaje mayor de 30, implican una falta de “acceso [y] participación 

igualitari[a] en los procedimientos por medio de los cuales las instituciones públicas efectúan el 

reparto” 102 . Estas accionantes quedamos “en situación de desigualdad frente a alguno de sus 

competidores”103, pues no podemos pedir una encuesta nueva, ni una actualización del puntaje que refleje 

adecuadamente nuestra situación socioeconómica, para poder ser beneficiarias del PIS. Por eso, la falta de 

acceso a encuestas por inconformidad con la información vulnera el derecho a la igualdad de las accionantes 

con puntaje mayor a 30, mientras que las decisiones de los municipios que han dejado de hacer encuestas 

nuevas o que están realizando encuestas nuevas de una manera discrecional vulnera el derecho a la igualdad 

de las accionantes sin puntaje. Por lo anterior, es claro quienes no estamos registradas en el SISBEN o no 

hemos sido recalificadas podemos integrar incluso el grupo de hogares más vulnerables de todos, y el 

Estado debería sisbenizarnos y/o incluirlas en el PIS 

 

Segundo, la Corte ha señalado que el Estado tiene el deber “de adoptar todas aquellas medidas dirigidas a 

que [el acceso al SISBÉN] cumpla con su objetivo constitucional” de garantizar el derecho a la igualdad104. 

Sin embargo, tampoco se han implementado medidas efectivas para que las accionantes que no están 

registradas en el SISBÉN puedan recibir información confiable y veraz o que se les agende una visita para 

aplicarles la encuesta. En el caso de varias accionantes han pasado más de 6 meses sin que se les apliquen 

las encuestas solicitadas105. Por eso, la falta de medidas adoptadas por el Estado para que las personas que 

no cumplen con el requisito de estar en el SISBÉN puedan tener acceso a las condiciones para cumplirlo 

vulnera el derecho a la igualdad.  

 

Tercero, competir en condiciones de igualdad también implica que todas las personas deberíamos tener 

acceso a la misma información que impacta su acceso a los procedimientos por los cuales se efectúan el 

reparto de los bienes y gastos sociales106. Por eso, todos los municipios deberían utilizar las mismas 

estrategias de difusión de la información para crear condiciones igualitarias de acceso. Sin embargo, existen 

fallas estructurales en el acceso a información sobre la implementación del protocolo de DNP y la 

discrecionalidad que permite en el manejo de encuestas. El “Protocolo de salud recomendado para la 

operación de la fase de demanda de SISBÉN frente al COVID-19” del DNP no aparece en la página web 

del DNP, sino que está publicado como foto o PDF en las páginas web de algunos municipios107. Tampoco 

                                                
102 Corte Constitucional, Sentencias T-307 de 1999, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-162 de 2001, M.P. Fabio Morón Díaz. T-
716 de 2017, M.P. Carlos Bernal Pulido.  
103 Corte Constitucional, Sentencias T-499 de 1995, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-307 de 1999, M.P. Eduardo Cifuentes 
Muñoz; T-862 de 2002, M.P. Alfredo Beltrán Sierra. 
104 Corte Constitucional. Sentencias T-307 de 1999, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-862 de 2002, M.P. Alfredo Beltrán Sierra; 
T-508 de 2016, M.P. Alberto Rojas Ríos; T-716 de 2017, M.P. Carlos Bernal Pulido. 
105 Es el caso de Meligna Milagros Palmar Chasin, Meilyn Coromoto Rujano Chen Sun, Jessica Milagros Gazcón Mendoza, y 

Linett Margarita Osuna Vera. 
106 Corte Constitucional. Sentencias C-274 de 2013. MS: María Victoria Calle Correa; C-276 de 2019. MP: Gloria Estella Ortiz 
Delgado. 
107  Ver entre otras: 
https://alcaldialacruznarino micolombiadigital.gov.co/sites/alcaldialacruznarino/content/files/000524/26176 protocolo-de-salud-
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está publicado en la página web de las ciudades donde residen las accionantes. A pesar de que pudimos 

conocer el protocolo del DNP a través de la interposición de esta tutela únicamente, esta falta de acceso 

igualitario a la información del Protocolo del DNP persiste, y viola nuestro derecho a la igualdad, pues no 

podemos competir en condiciones de igualdad para ingresar al PIS. 

 

La falta de acceso a encuestas nuevas para quienes que no se encuentran en el SISBÉN y a encuestas por 

inconformidad con la información, la falta de medidas para que las personas en situaciones de 

vulnerabilidad pueden acceder al SISBÉN durante la pandemia, y la falta de acceso igualitario a 

información sobre el protocolo y su implementación en cada municipio vulneran el derecho a la igualdad 

de todas las accionantes que no están registradas en el SISBÉN o que tienen asignado un puntaje mayor a 

30. 

 

3.4.2. La mayoría accionantes enfrentan barreras de acceso al sistema financiero por ser 

mujeres migrantes o trabajadoras domésticas  

 

Otro requisito para recibir los beneficios del PIS, de acuerdo a la página web de dicho programa, es tener 

una cuenta bancaria, o tener la posibilidad de abrir una. Sin embargo, 17 de las accionantes no hemos podido 

acceder al sistema financiero, sobre todo por falta de documentación o ingresos, lo que implica que este 

requisito genera otra violación del derecho a la igualdad. El PIS da bastantes opciones de bancarización de 

forma virtual. Sin embargo, queremos evidenciar que muchas de nosotras no podemos bancarizarnos 

virtualmente, y cuando accedemos presencialmente a entidades bancarias se nos imponen barreras que 

pueden llegar a afectar nuestra posibilidad de 1) hacer parte del PIS, o 2) recibir las transferencias 

monetarias no condicionadas. 

 

Las personas migrantes y refugiadas enfrentan serias barreras para acceder al sistema financiero. Para poder 

abrir una cuenta bancaria se requiere contar con un estatus migratorio regular como una visa, o un Permiso 

Especial de Permanencia que está solo dirigido a las personas provenientes de Venezuela108. Sin embargo, 

las posibilidades de acceder a estos tipos de permisos son muy limitadas por los requisitos para aplicar, la 

documentación que se requiere y los costos. La evidencia del limitado alcance de las rutas de regularización 

actuales es que cerca del 1.001.472 (57%) de las personas migrantes provenientes de Venezuela se 

encuentran en situación irregular en Colombia109.  

 

Para muchas personas migrantes en situación de vulnerabilidad, es casi imposible solicitar una visa por 

varias razones, lo que a su vez les impide abrir una cuenta bancaria. Primero, para solicitar una visa en 

                                                
preventivo--fase-de-demanda-sisben 16032020.pdf; http://www.palmardevarela-atlantico.gov.co/noticias/protocolo-de-salud-

recomendado-para-la-operacion-de; http://www.soata-boyaca.gov.co/noticias/protocolo-de-salud-recomendado-para-la-
opreacion-de; http://www.sanagustin-huila.gov.co/noticias/protocolo-de-salud-recomendado-para-la-operacion-de; 
http://www.guadalajaradebuga-valle.gov.co/noticias/protocolo-de-salud-para-la-operacion-de-la-fase-de-demanda; 
https://www minuto30.com/medellin/si-necesita-sacar-el-sisben-medellin-recuerde-que-lo-puede-realizar-virtualmente/1035301/.  
108 Superintendencia Financiera de Colombia, “Concepto 2017121469-001 del 24 de noviembre de 2017, Servicios Financieros a 
Extranjeros, Requisitos, Negación”.  
109  Migración Colombia. « Radiografía: Venezolanos en Colombia”, 31 de mayo de 2020. 
https://www migracioncolombia.gov.co/infografias/venezolanos-en-colombia-corte-a-31-de-mayo-de-2020. 
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Colombia el principal requisito es contar con un pasaporte110. Sin embargo, tramitar un pasaporte tiene 

costos muy elevados en Venezuela, lo cual, sumado a la situación económica por la que atraviesa dicho 

país, hace casi imposible realizar este trámite111. Es tal la dificultad para obtener un pasaporte que el 12 de 

marzo de 2019 Migración Colombia anunció que “a partir de la expiración (vencimiento) del pasaporte, 

los venezolanos tendrán dos años más para poder entrar a Colombia, transitar por Colombia o salir del 

país” con ese documento112. Menos del 4% de las personas venezolanas en Colombia cuenta con una visa, 

lo cual evidencia el limitado alcance de esta ruta de regularización113. 

 

Por otro lado, aunque la ruta de regularización que las personas venezolanas en el territorio colombiano han 

usado frecuentemente para obtener estatus migratorio regular es el PEP, no todas pueden cumplir con los 

requisitos para tramitarlo. El gobierno ha otorgado el PEP en ocho rondas, y para ser elegible para cuatro 

de las rondas, los migrantes tuvieron que haber ingresado al país entre algunas fechas y contar con sello en 

el pasaporte114.  

 

Aún si la Superintendencia Financiera reconoció la validez del documento del PEP como requisito 

suficiente “para que los nacionales venezolanos contraten o abran productos y/o servicios financieros en 

las entidades supervisadas en Colombia”115 , muchos bancos han indicado que no aceptan el PEP como 

único documento válido para abrir una cuenta, por lo que le exigen la presentación de otros documentos 

como el pasaporte vigente o una visa116. Por ejemplo, en el caso de una de las accionantes que cuenta con 

PEP vigente, cuando se dirigió al Banco Popular para solicitar la apertura de una cuenta bancaria, le 

respondieron que por políticas internas todo extranjero que desee hacer uso de sus servicios debe tener 

cédula de extranjería, que solo se obtiene cuando la persona cuenta con una visa superior a 3 meses.  

 

Aún si una persona migrante con PEP encuentra un banco que reconozca la validez del permiso para abrir 

una cuenta, el desconocimiento del historial crediticio puede ser otra barrera. Las normas que rigen al 

sistema bancario exigen que los bancos conozcan al cliente y los obliga a identificar a las personas, certificar 

                                                
110 Ministerio de Relaciones Exteriores. “Resolución 6045 de 2017. Por la cual se dictan disposiciones en materia de visas y deroga 
la Resolución 5512 del 4 de septiembre de 2015”. 
111 El costo oficial del pasaporte es 39.210.008 bolívares (178 USD) y el de la prórroga se reajustó a 19.494.109 bolívares (89 
USD). En junio de 2020, el salario mínimo, incluyendo el sueldo mínimo y el bono de alimentación, era 4,16 USD mensuales, lo 

que implica un costo total del trámite del pasaporte hoy en día equivale a cuarenta y dos salarios mínimos. Esto significa que una 
persona que gana el salario mínimo hubiera tenido que ahorrar durante más de tres años la totalidad de su salario para obtener este 
documento. Banca y Negocios. “Saime ajusta precios: pasaporte venezolano cuesta casi 200 dólares”, 2020. Disponible en: 
https://www.bancaynegocios.com/saime-ajusta-costos-pasaporte-venezolano-cuesta-casi-200-dolares/; SAIME. Pasaporte- 
Pasaporte Ordinario, 2020. Disponible en: http://www.saime.gob.ve/identificacion/pasaporte/ordinario.  
112  El Tiempo. “Venezolanos con pasaporte vencido podrán entrar y salir de Colombia”, 2019. Disponible en: 
https://www.eltiempo.com/mundo/venezuela/venezolanos-con-pasaporte-vencido-podran-entrar-transitar-y-salir-de-colombia-
336674. 
113  Migración Colombia. “Venezolanos en Colombia corte a 30 de abril de 2020”, 2020. Disponible en: 
https://www migracioncolombia.gov.co/infografias/venezolanos-en-colombia-corte-a-30-de-abril-de-2020. 
114  Migración Colombia. “Permiso Especial de Permanencia (PEP)”, 2020. Disponible en: 
https://public.tableau.com/profile/migraci n.colombia#!/vizhome/PermisoEspecialdePermanencia-PEP/Inicio. 
115 Superintendencia Financiera de Colombia, “Carta Circular 68 de 2017, Validez del Permiso Especial de Permanencia (PEP) 
para la apertura y/o contratación de productos y servicios financieros”. 
116  Maria Mesa Rivera, “Integración financiera a mitad de camino”, 2019, Disponible en: 
https://migravenezuela.com/web/articulo/integracion-financiera-a-migrantes-venezolanos-en-colombia/1481. 
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los ingresos y confirmar su historial crediticio117. Por ejemplo, los últimos datos de la Superintendencia 

Financiera indican que solo 137.571 de los 1,4 millones de venezolanos que estaban en el país en 2019 

habían logrado acceder a los servicios financieros, aunque encuestas indican que casi el 80% de las personas 

migrantes venezolanos quieren abrir una cuenta bancaria118. 

 

Las mujeres trabajadoras domésticas también se enfrentan a esta barrera de acceso, pues tampoco suelen 

contar con información para certificar sus ingresos ni para mostrar su historia de crédito. Una encuesta a 

casi 700 trabajadoras domésticas realizada en marzo de 2020 mostró que, frente a su estado de 

bancarización, al 38% de las trabajadoras le enviaron el dinero a través de consignación, giro o con alguien, 

mientras que el 12% debió ir por éste a la casa del empleador119. Esto implica que casi la mitad de las 

entrevistadas no cuentan con cuenta bancaria, lo que muestra cómo la vulnerabilidad de esta población ha 

impedido que acceda al sistema financiero.  

 

Las barreras de acceso al sistema financiero para estas dos poblaciones implican que para muchas de las 

accionantes va a ser casi imposible cumplir con el requisito de tener cuenta bancaria para recibir los 

beneficios del PIS. Entendemos que el PIS de forma virtual ha generado el paso a paso de cómo bancarizarse 

digitalmente en la entidad donde se consigne la transferencia monetaria de esta persona, independiente de 

si cuenta con cédula o PEP120. Sin embargo, esta operación virtual es casi imposible para muchas de las 

accionantes quienes ni siquiera contamos con acceso a canales virtuales, y que en cualquier caso ya se nos 

han impuesto barreras de acceso a productos financieros en el pasado. Las barreras anteriores a las que nos 

enfrentamos evidencian la alta probabilidad de que, incluso si deseamos bancarizarnos, las entidades 

financieras nos impongan requisitos adicionales que no podamos cumplir. De esta forma, el requisito de 

tener cuenta bancaria genera un impacto desproporcionado para estas mujeres que pertenecemos a 

poblaciones de por sí vulnerables. Por ende, este impacto implica una vulneración de facto de nuestro 

derecho a la igualdad, pues bajo estas condiciones actuales no existe acceso ni participación igualitaria en 

los procedimientos por medio de los cuales las instituciones públicas efectúan el reparto del PIS, afectando 

específicamente con esto a 17 de las 24 accionantes en total. 

 

3.4.3. La implementación del PIS presenta otras barreras que dejan por fuera personas 

vulnerables que deberían estar incluidas, generando así una discriminación de facto 

 

De acuerdo con la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en materia de garantía del derecho a la 

igualdad, los Estados no pueden admitir actos o decisiones que generen situaciones de discriminación de 

jure o de facto, y se deben adoptar medidas positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias121. 

                                                
117 Superintendencia Financiera de Colombia, “Concepto 2017121469-001 del 24 de noviembre de 2017, Servicios Financieros a 
Extranjeros, Requisitos, Negación”.  
118  Maria Mesa Rivera, “Integración financiera a mitad de camino”, 2019, Disponible en: 

https://migravenezuela.com/web/articulo/integracion-financiera-a-migrantes-venezolanos-en-colombia/1481. 
119 Agencia de Información Laboral, “La penosa situación de las trabajadoras domésticas en la pandemia, según encuesta”, 2019, 
Disponible en: https://ail.ens.org.co/noticias/la-penosa-situacion-de-las-trabajadoras-domesticas-en-la-pandemia-segun-encuesta/.  
120 Programa Ingreso Solidario, página web. Disponible en: https://ingresosolidario.prosperidadsocial.gov.co/# 
121 Corte IDH. “Condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados”. Opinión Consultiva OC-18/03 del 17 de 
septiembre de 2003. Párr. 100 y 101; Caso Velez Loor vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218, párr. 152. En Corte Constitucional, Sentencia T-248 de 2012, M.P. Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub 
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Al respecto, la Corte Constitucional ha expuesto que en el contexto de lo que se entiende por discriminación 

estructural, generalmente es enmarcada y descrita por situaciones fácticas que se analizan caso a caso. Sin 

embargo, “en algunas ocasiones ésta puede ser producto también de desigualdades de derecho (o de jure), 

ya sea por prácticas institucionales o por contenidos normativos”122.  

 

Por ende, la Corte Constitucional concluye que estas dos situaciones ejemplifican la discriminación como 

un problema estructural “que se asienta en el sistema de relaciones asimétricas de dominio que dan sustento 

a las manifestaciones individuales del fenómeno”123. En el caso del PIS, es entendible que el Gobierno 

reconozca en primer lugar el acceso de las transferencias monetarias a beneficiarias que pertenecen a los 

grupos más vulnerables de la sociedad.  

 

No obstante, las accionantes, de acuerdo con todo el relato fáctico de la presente acción, evidentemente 

compartimos la característica material para ser beneficiarias del PIS al encontrarnos en una situación de 

vulnerabilidad socioeconómica grave. Entendemos la vulnerabilidad de la forma en que el mismo DNP la 

establece, como “el grado en el cual un hogar o individuo sufre o puede sufrir de uno o más episodios de 

pobreza o la persistencia de esta, como consecuencia de un estímulo o shock”124. Esta característica implica 

que a partir de ciertas circunstancias, como afectaciones crónicas en la salud, situaciones que generen 

discapacidad, bajos niveles de educación, desempleo, o ingresos que están por debajo de la línea de pobreza, 

se incremente la probabilidad de sufrir de pobreza125. Esta es la característica que compartimos todas las 

accionantes. Nosotras, en general, estamos a cargo de personas que necesitan de atención médica prioritaria, 

de personas adultas mayores que tienen por ello alto riesgo de contagio de COVID-19, que no contamos 

con niveles de educación adecuados, y que estamos en este momento desempleadas o con trabajos 

ocasionales que no nos generan ingresos suficientes. 

 

Dada la falta de información sobre cómo se realiza la selección de beneficiarias del programa, y de 

las múltiples barreras para su registro en las bases de datos a las que el DNP acude para realizar la 

selección, el funcionamiento del programa es a simple vista discriminatoria. Actualmente, las 

accionantes no somos consideradas para poder recibir las transferencias monetarias. Sin embargo, todas 

hacemos parte de un grupo de mujeres cabeza de hogar, y no contamos con un trabajo estable. Somos 

además 1) migrantes con estatus migratorio regular con PEP, o 2) trabajadoras domésticas. Ya sea que 

contemos o no con un puntaje de SISBÉN III menor a 30, –ya sea porque no estamos registradas en el 

SISBÉN, o porque nuestro puntaje es mayor–, todas nos enfrentamos a condiciones de vulnerabilidad 

socioeconómica extrema.  

 

De esta manera, el acceso a trabajos esporádicos no es suficiente para suplir nuestras necesidades básicas 

ni las de nuestras familias, quienes en la mayoría de nuestros casos son adultos mayores, personas menores 

de edad, o personas con discapacidad o enfermedad crónica. Por ende, esta situación en la que todas las 

accionantes nos encontramos es una de vulnerabilidad bastante similar a la de las beneficiarias actuales del 

PIS, según se puede deducir de la poca información sobre criterios de selección existente. A su vez, según 

                                                
122 Corte Constitucional, Sentencias T-141 de 2017, M.P. María Victoria Calle Correa; T-098 de 1994, M.P. Eduardo Cifuentes 
Muñoz. 
123 Corte Constitucional, Sentencia C-671 de 2014, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.  
124  DNP. “UNA APROXIMACIÓN A LA VULNERABILIDAD”. Diciembre de 2007. Disponible en: 
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Desarrollo%20Social/boletin34 1.pdf  
125 Íbid. 
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los pocos criterios que ha establecido de forma pública el Gobierno, en este caso está habiendo una situación 

de desigualdad que es reprochable. Ya que todas las accionantes somos sujetos de especial protección 

constitucional, y de acuerdo con un test estricto de igualdad, —que se evaluarán en el siguiente aparte—, 

se reitera que no ser incluidas como beneficiarias del PIS no responde a un fin constitucional legítimo, 

vulnera el derecho a la igualdad de todas las accionantes, y, por ende, es necesaria la inclusión de todas 

nosotras como beneficiarias del PIS.  

3.4.4. Las accionantes somos sujetos de especial protección constitucional. Nuestra falta de 

inclusión en el PIS solo puede responder a un test estricto de proporcionalidad que en 

este caso no se cumple 

 

Las accionantes de la presente acción de tutela hacemos parte de dos grupos poblacionalmente seriamente 

afectados por la pandemia. En este aparte se presentará someramente la situación actual de las trabajadoras 

domésticas y las mujeres migrantes en Colombia. En segundo lugar, se reiterará la calidad de estos dos 

grupos de mujeres como sujetos de especial protección constitucional. Por último, se recalcará cómo la 

presunta violación del derecho a la igualdad en la falta de inclusión de las accionantes en el PIS debe 

someterse a un juicio estricto de constitucionalidad que en este caso no se cumple, para así concluir que las 

accionantes debemos ser incluidas inmediatamente como beneficiarias del Programa para así proteger 

nuestros derechos. 

 

El trabajo doméstico es una de las actividades en las que esta unión de vulnerabilidades es más evidente. 

Históricamente, el trabajo doméstico se ha caracterizado por ser una labor feminizada y ha representado 

una salida económica para muchas mujeres que viven en contextos de pobreza o violencia. Aunque hay 

disputa sobre el número de personas que se dedican al trabajo doméstico, y se predice un alto nivel de 

subregistro, las cifras del DANE muestran que cerca de 800.000 personas se dedican a este tipo de trabajo, 

96% de las cuales son mujeres126.  

 

Además de ser un trabajo feminizado, el trabajo doméstico es un trabajo marcado por condiciones de 

vulnerabilidad, violencia y precariedad. Esta labor es una de las pocas alternativas de las mujeres pobres, 

racializadas127, migrantes128 o víctimas de violencia129 para insertarse en el mercado laboral y acceder a un 

ingreso. Las cifras de la Encuesta Nacional de Hogares indican que aproximadamente el 4,9% de las 

mujeres que ejercen trabajo doméstico no tiene ningún nivel educativo, el 38,6% sólo terminó la primaria 

                                                
126 Camila Esguerra Muelle, Yvette Sepúlveda & Friederike Flischer. “Se nos va el cuidado, se nos va la vida”. (Uniandes: 2018), 
p 22. Disponible en: https://cider.uniandes.edu.co/sites/default/files/publicaciones/documentos-de-politica/2018-Documento-

politica-se-nos-va-el-cuidado-migracion-destierro-desplazamiento-colombia.pdf  
127 Viviana Osorio Pérez & Carmenza Jiménez Torrado. “Historia tras las cortinas. El trabajo doméstico en Colombia: entre 
transacciones, incertidumbres y resistencias”. (ENS: 2019). Disponible en: http://www.ens.org.co/wp-
content/uploads/2019/03/TRA DOM 2019.pdf   
128 Camila Esguerra Muelle, Yvette Sepúlveda & Friederike Flischer. “Se nos va el cuidado, se nos va la vida”. (Uniandes: 2018), 
p 22. Disponible en: https://cider.uniandes.edu.co/sites/default/files/publicaciones/documentos-de-politica/2018-Documento-
politica-se-nos-va-el-cuidado-migracion-destierro-desplazamiento-colombia.pdf  
129 Ibid.  
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y el 22,5% terminó el bachillerato130. Además, la mayoría pertenece a estratos bajos o medios: el 73% es 

de estrato bajo (1-2) y el 20% es de estrato medio (3)131.  

 

No es sorpresa que las condiciones de vulnerabilidad que ya cargaban consigo estas mujeres se hayan 

agudizado durante la pandemia. Las trabajadoras domésticas son uno de los grupos que más ha cargado las 

consecuencias negativas de la pandemia y de la crisis socioeconómica que vino con ella. Como lo muestran 

los resultados de la Gran Encuesta Nacional de Hogares de 2020 entre julio de 2019 y julio de 2020 la 

ocupación en el sector de trabajo doméstico ha tenido una caída del 46,2%132. Es decir, cerca del 46% de 

las trabajadoras que se dedicaban a esta actividad han perdido su trabajo. Según el DANE, esta cifra 

equivale aproximadamente a 350.000 trabajadoras del servicio doméstico que han perdido su trabajo en el 

último año, sobre todo a causa de la pandemia133.  

 

Estos datos se constatan al mirar detalladamente la encuesta realizada por la ENS a 678 trabajadoras 

domésticas en los primeros meses de la emergencia sanitaria. La ENS encontró que cerca del 90% de las 

mujeres encuestadas fueron enviadas a sus hogares por parte de los empleadores, algo que en sí mismo no 

es negativo, sino que puede entenderse como una forma de protegerlas del contagio. Sin embargo, de ese 

90%, el 50% no está recibiendo salario ni “ayudas que les permitan paliar el efecto de confinamiento y sus 

precarias condiciones laborales”134. La situación empeora, además, si se tiene en cuenta que el 50% 

mujeres encuestadas por la ESN declararon que sus empleadores no les brindan equipos de protección y 

bioseguridad. Todas estas condiciones, por lo tanto, dejan a las trabajadoras domésticas en un estado de 

indefensión que reclama la intervención del Gobierno nacional.  

 

Por otro lado, las medidas de confinamiento para evitar la propagación del virus han agravado la situación 

de vulnerabilidad de las personas migrantes en Colombia, sobre todo de las mujeres, pues ha afectado su 

capacidad de generar ingresos para satisfacer sus necesidades básicas. En los últimos años, Colombia se ha 

convertido en un país receptor de población migrante y refugiada, sobre todo proveniente de Venezuela. 

Colombia cuenta con casi un tercio del total de las personas que han migrado forzadamente de este país135.  

 

Una encuesta de la Organización Internacional para los Migrantes realizada a finales de 2019 muestra que 

87% de las personas venezolanas encuestadas (entre ellos 62% son mujeres) ganaba menos del salario 

mínimo en Colombia, lo que les impide satisfacer sus necesidades básicas136. De acuerdo con el Alto 

                                                
130 Mariana Escobar Roldán. “La cadena de violencias que padece una trabajadora doméstica en Colombia”. Cerosetenta (08-05-
2019). Disponible en: https://cerosetenta.uniandes.edu.co/mutante-empleadas/ 
131 Escuela Nacional Sindical (ENS). “Sacudir la indiferencia. Nuestras realidades como trabajadoras del servicio doméstico”. 
(ENS: 2017), p. 15 Disponible en: http://www.ens.org.co/wp-content/uploads/2019/03/Cartilla-ENS-Trabajo-
Dom%C3%A9stico.pdf 
132 Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE). “Gran encuesta integrada de hogares (GEIH). Mercado laboral” 
(DANE: 2020). Disponible en: https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/mercado-laboral/empleo-y-desempleo 
133 Ibid.  
134 Escuela Nacional Sindical, “Hablemos de Trabajadoras Domésticas & Fundación Bien Humano. Una aproximación al COVID-
19 y su incidencia en el mundo del trabajo doméstico en Colombia. (2020)”, p. 14. Disponible en: http://ail.ens.org.co/wp-
content/uploads/sites/3/2020/05/UNA-APROXIMACIO%CC%81N-AL-COVID-19-Y-SU-INCIDENCIA-EN-EL-MUNDO-
DEL-TRABAJO-DOME%CC%81STICO-EN-COLOMBIA.pdf  
135  Respuesta a Venezolanos. “Plan de respuesta para refugiados y migrantes”, 2020, p. 74. Disponible en: 
https://r4v.info/es/documents/download/74747 
136 Organización Internacional para los Migrantes. “Encuesta DTM - Vocación de Permanencia de Población Venezolana en 
Colombia”, 2019, p. 9. Disponible en: 
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Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (en adelante ACNUR) la mayoría de las personas 

migrantes y refugiadas en Colombia tienen necesidades humanitarias básicas insatisfechas, incluso quienes 

cuentan con estatus migratorio regular como el PEP137. Entre las principales necesidades insatisfechas se 

encuentran el acceso a servicios de salud, seguridad alimentaria y nutrición, e inclusión socioeconómica138.  

 

La situación de vulnerabilidad de las personas migrantes y refugiadas en Colombia se ha agravado durante 

la pandemia. Una encuesta realizada por el Grupo Interagencial sobre Flujos Migratorios Mixtos muestra 

que antes de la pandemia, el 91% de los hogares encuestados contaba con trabajo remunerado, 

principalmente de actividades informales como trabajo por cuenta propia o empleo doméstico139. Una vez 

implementadas las medidas preventivas, solamente el 20% de los hogares reportaba estar recibiendo 

ingresos debido a un trabajo140.  

 

Las vulnerabilidades a las que se enfrentan la comunidad migrante y las desigualdades de género 

relacionadas se están exacerbando con la pandemia. Esto ha generado una mayor carga sobre las mujeres y 

las niñas, que a menudo se ven obligadas asumir tareas de cuidado adicionales y desempeñar el papel de 

jefes de hogar en el contexto de crisis141. Esto tiene un impacto negativo en su uso del tiempo, en su 

capacidad de obtener ingresos, y en su salud física. Además, existe un estigma creciente en contra de las 

personas venezolanas, quienes son vistas como posibles focos de infección dada su exposición, lo que 

incrementa la xenofobia142. Lo anterior, sumado a las medidas de confinamiento han aumentado la violencia 

de género, en especial las mujeres y las personas LGBTIQ + reportan niveles altos de violencia143.  

 

Adicionalmente, tanto las mujeres trabajadoras domésticas, como las mujeres migrantes son sujetos de 

especial protección constitucional. Frente al primer grupo ya mencionado, la Corte Constitucional ha 

expuesto que su estado de indefensión se asocia especialmente por su “subordinación en relación con sus 

empleadores, por el hecho de estar bajo sus órdenes, aunado a la carencia de los medios mínimos 

requeridos para repeler la eventual violación o amenaza a sus derechos fundamentales”144.  

 

Además, la Corte ha expuesto la problemática de la informalidad y la baja remuneración 145  de su 

contratación y su ausencia de afiliación al Sistema de Seguridad Social146. Así, la subvaloración del trabajo 

de estas mujeres contribuye a su discriminación147 y por ello se demanda una protección especial del 

                                                
https://displacement.iom.int/system/tdf/reports/01 INFORME%20NARRATIVO%20ENCUESTA%20DTM%20GENERAL 20

200701.pdf?file=1&type=node&id=9120. 
137  Respuesta a Venezolanos. “Plan de respuesta para refugiados y migrantes”, 2020, p. 74. Disponible en: 
https://r4v.info/es/documents/download/74747 
138 Ibid, p. 76.  
139  Respuesta a Venezolanos. “Colombia: Evaluación Rápida de Necesidades ante COVID-19”, 2020, p. 6. Disponible en: 
https://r4v.info/es/documents/download/76031.  
140 Ibid. 
141 Care International, “Una emergencia desigual: Análisis Rápido de Género sobre la Crisis de Refugiados y Migrantes en 

Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela”, 2020, p. 28. https://www.care-
international.org/files/files/RGA_ESP_Venezuela_final_compressed.pdf. 
142 Ibid. 
143 Íbid. 
144 Corte Constitucional, sentencias T-495 de 1999, M.P. Carlos Gaviria Díaz; T-1008 de 1999, M. P. José Gregorio Hernández. 
145 Corte Constitucional, sentencia T-014 de 2015, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
146 Corte Constitucional, Sentencia T-343 de 2016, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
147 Corte Constitucional, sentencia C-871 de 2014, M.P. María Victoria Calle Correa. 
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Estado148. Por otro lado, en relación con las personas migrantes, la Corte ha expuesto la necesidad de que 

el Estado adopte medidas especiales para enfrentar la crisis humanitaria originada por la migración de 

personas venezolanas149. Además, ha expuesto que  

 

“los migrantes son sujetos de especial protección para los Estados en razón a la situación de 

indefensión en la que comúnmente se encuentran y que se deriva del desconocimiento de la forma 

en que opera el sistema jurídico local, el idioma, la ausencia de lazos familiares y comunitarios, 

entre otros, como también que los migrantes en situación de irregularidad son un grupo 

vulnerable”150.  

 

Teniendo en cuenta que las accionantes en su totalidad somos sujetos de especial protección 

constitucional, y que las condiciones actuales debido a la pandemia nos ubican en situaciones de 

vulnerabilidad socioeconómica, se deduce que deberíamos ser elegidas como beneficiarias del PIS. Es 

entendible que el acceso como beneficiarias al PIS se realiza a través de un acto administrativo expedido 

por el DNP y que la Resolución 1093 de 6 de abril de 2020 establece el criterio para definir las personas 

beneficiarias de la transferencia monetaria del PIS. No obstante, esta definición de las beneficiarias no es 

totalmente transparente ni predeterminada, ya que no se establecen criterios específicos de selección, como 

ya fue descrito.  

 

Ante la falta de criterios de selección de las personas beneficiarias del PIS, y las barreras a las que las 

accionantes nos enfrentamos para cumplir con los requisitos que se logran de alguna manera deducir de lo 

publicado por el Gobierno Nacional, es evidente que debe existir una evaluación clara sobre el criterio de 

inclusión de las accionantes. Así, se procede a realizar un test estricto de constitucionalidad de esta medida 

para deducir si el hecho de que las accionantes no seamos parte del PIS implica una vulneración de nuestros 

derechos fundamentales. 

 

Este caso se está evaluando la situación particular de vulnerabilidad de las accionantes con la de quienes 

actualmente son beneficiarias del PIS. De acuerdo con el artículo 1 del Decreto 518 de 2020 y con la página 

del PIS, las personas que hacen parte del programa están en “hogares en situación de pobreza y 

vulnerabilidad que no sean beneficiarios de programas sociales del Estado”. Como ya se mencionó, las 

accionantes estamos en condiciones de especial vulnerabilidad y no son beneficiarias de otros programas 

sociales del Estado. Somos además mujeres encargadas del mantenimiento de nuestros hogares, tenemos a 

nuestro cuidado otras personas que son adultas mayores, niñas, niños o adolescentes, y personas con 

discapacidad. Sin embargo, a la fecha no hacemos parte del PIS. Por ende, a pesar de cumplir materialmente 

con la condición de estar en un hogar en situación de vulnerabilidad, esta falta de inclusión a priori implica 

un trato desigual en contra de todas. 

  

En este caso se debería realizar un test estricto de igualdad ya que la medida a estudiar recae principalmente 

en personas en condiciones de debilidad manifiesta151. A partir de este test se busca establecer si la falta de 

                                                
148 Corte Constitucional, sentencia T-185 de 2016, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
149 Corte Constitucional, sentencia T-351 de 2019, M.P. Cristina Pardo Schlesinger. 
150 Corte Constitucional, sentencias T-295 de 2018, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado; T-500 de 2018. M.P. Diana Fajardo Rivera. 
151 Corte Constitucional, sentencia C-220 de 2017, M.P. José Antonio Cepeda Amarís. 
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inclusión de todas en el PIS, responde a un fin “legítimo, importante e imperioso y si el medio es legítimo, 

adecuado y necesario, es decir, si no puede ser remplazado por otro menos lesivo”152. Sin embargo, a la 

fecha, no existen las características específicas con las que el DNP y el DPS están realizando la priorización 

de los hogares beneficiarios de forma pública. Por ende, no existe ninguna forma de evaluar si la manera 

en que se lleva a cabo responde o no a criterios necesarios para garantizar el fin de la medida. Como 

argumentamos en una sección anterior, es preocupante que esta priorización de casos no se esté realizando 

a través de los parámetros constitucionales ya expuestos. El Gobierno en este caso debe demostrar la 

justificación de dicha distinción y cómo ella es adecuada para lograr un fin constitucionalmente legítimo. 

 

3.5. Conclusión (Vulneración de derechos a la vida digna, al mínimo vital, la salud, la 

seguridad alimentaria, la información y la igualdad) 

 

De acuerdo con lo expuesto a lo largo de este acápite, el Programa Ingreso Solidario – PIS, adoptado a 

través del Decreto 518 de 2020, es una iniciativa muy importante para la garantía de derechos 

fundamentales de personas en estado de pobreza y vulnerabilidad grave en el marco de la pandemia. Este 

programa, a través de ciertas transferencias monetarias busca que hogares vulnerables tengan un ingreso 

que, aunque reducido, ayuda a alivianar la tensión presente frente a la falta de fuentes económicas de 

sustento de estos hogares debido a la crisis económica del país. Así, este programa garantiza una protección 

relativamente adecuada del derecho al mínimo vital de personas en extrema necesidad, junto con otros 

derechos relacionados, como la salud y la seguridad alimentaria. 

 

No obstante, esta política tiene un claro problema de transparencia, por lo que es muy difícil establecer los 

criterios por los que el DNP realiza la selección de las beneficiarias del programa. Esta omisión en la 

publicidad de criterios claros vulnera el derecho de acceso a la información pública de la ciudadanía, y 

genera dudas sobre los criterios de selección de las beneficiarias. Dada esta duda, surge la cuestión de si 

esta selección puede llegar a vulnerar el derecho a la igualdad y no discriminación de las accionantes, 

teniendo en cuenta además que somos sujetos de especial protección constitucional. La Corte 

Constitucional ha establecido que, ante eventos de posible trato desigual entre iguales, “la carga probatoria 

se invierte, pues ahora corresponde probar la razonabilidad y proporcionalidad del trato a quien lo 

otorga”153. Así, ante esta falta de información, la respuesta es clara, y es evidente que la omisión del 

Gobierno Nacional genera dos cargas que cumplir. En primer lugar, el Gobierno debe explicar, al ostentar 

en este caso la carga de la prueba, los criterios de selección de las beneficiarias del PIS, y en segundo lugar, 

explicar cómo esta selección persigue un fin constitucional legítimo y es adecuada para cumplirlo. 

 

Por otro lado, las accionantes encontramos otras barreras adicionales para ser consideradas como 

beneficiarias del PIS. El hecho de no contar con un puntaje de SISBÉN, de no haber accedido a la encuesta 

del SISBÉN debido a la pandemia, o la falta de acceso a cuentas de ahorros o en general de productos 

financieros, imponen obstáculos adicionales para que hagamos parte de las bases de datos para estar 

registradas en el PIS y recibir adecuadamente las transferencias monetarias no condicionadas. Además, 

somos sujetos de especial protección constitucional, y bajo un estudio transversal de la situación de todas 

nosotras a través de un enfoque de género, es claro que nos encontramos sometidas a cargas adicionales. 

                                                
152 Corte Constitucional, sentencias C-015 de 2014, M.P. Mauricio González Cuervo; y C-179 de 2016, M.P. Luis Guillermo 
Guerrero Pérez. 
153 Corte Constitucional, sentencia T-835 de 2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
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Estas cargas implican una menor posibilidad de acceso al empleo formal, y a una mayor carga por el trabajo 

doméstico que debemos ejercer en los hogares, junto con las labores de cuidado de nuestros familiares. Es 

evidente que, bajo un análisis integral, todas compartimos situaciones similares de vulnerabilidad 

socioeconómica que genera una necesidad urgente para que accedamos al programa de asistencia del Estado 

de forma urgente. 

 

Teniendo en cuenta que ser beneficiarias del PIS garantizaría una mayor protección al mínimo vital a través 

de sus transferencias monetarias no condicionadas, el ingreso como beneficiarias de dicho programa es una 

necesidad urgente. Se solicita esto ya que, como fue evidenciado, todas las accionantes nos encontramos 

en la misma situación que las actuales beneficiarias del PIS. Es aún más importante conocer si se puede 

acceder de forma retroactiva a los pagos de dicho beneficio que vienen efectuándose desde el mes de marzo 

ya que, muchas de nosotras nos hemos endeudado a lo largo de estos meses y si tenemos derecho al pago 

retroactivo se contribuiría al mínimo vital de una forma más justa. Además, como lo ha expuesto el 

Gobierno Nacional, el PIS tiene una temporalidad hasta julio de 2021.  

 

Por ello, en garantía de nuestro derecho a la igualdad, sería adecuado que se actualice este registro de 

beneficiarias para incluir a todas nosotras en él. Por otro lado, en caso de que no se nos considere como 

beneficiarias, es también imprescindible conocer las razones por las cuales no cumplimos con los requisitos 

para acceder al PIS.  

 

4. ANÁLISIS CONCRETO DE LOS CASOS: Las accionantes somos personas que cumplimos 

los requisitos para acceder a alguno de los Programas de asistencia del Estado  

 

Ahora bien, ante la solicitud de protección de derechos fundamentales de las accionantes, es imprescindible 

evaluar cómo la situación concreta de cada una de las accionantes implica una vulneración particular de los 

derechos fundamentales ya referenciados. A continuación, se presentará una evaluación breve en orden de 

cada uno de los casos ya reseñados. 

 

 

4.1.1. Aclaración previa: La necesidad de un enfoque de género para estudiar el caso concreto  

 

Antes de describir las condiciones estructurales que enfrentan los dos grupos de mujeres que presentamos 

esta tutela es preciso mencionar algunas características que nos atraviesan a todas las accionantes y que 

responden a jerarquías sociales dependientes del género. De acuerdo con la Corte Constitucional, la 

discriminación estructural que la mujer debe afrontar en numerosos espacios de la sociedad colombiana 

impone a las autoridades públicas el deber de emprender acciones integrales para atacar en forma directa 

los factores que los producen154. Esta discriminación es una forma de violencia contra la mujer y los Estados 

deben propender por eliminarla. 

 

La Ley 1257 de 2008, definió como violencia contra la mujer cualquier acción u omisión, que le cause 

muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, económico o patrimonial por su condición de mujer. 

Así, la violencia de género afecta los derechos fundamentales de las mujeres, en especial su derecho a vivir 

                                                
154 Corte Constitucional, Sentencia T-496 de 2008, M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
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una vida libre de violencias (Constitución Política, arts. 1, 11, 13, 40, 53, 93). Este derecho está consagrado 

en el artículo 3 de la Convención Belém do Pará. A su vez, la Ley 1257 de 2008 reconoce que el Estado y 

la sociedad deben eliminar todo tipo de discriminación o violencia de género para garantizar el derecho de 

las mujeres a vivir una vida libre de violencias. Reconocer que la violencia de género, en cualquiera de sus 

modalidades, vulnera los derechos de las mujeres permite entender que dicha violencia “hunde sus raíces 

en las relaciones de género dominantes en una sociedad como resultado de un notorio e histórico 

desequilibrio de poder”155.  

 

Por lo anterior, los Estados deben adoptar medidas para eliminar la discriminación contra la mujer156. De 

la misma manera, la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 

(Convención CEDAW) obliga a los Estados a tomar todas las medidas para garantizar para las mujeres el 

ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones157. 

Con este propósito, la Ley 1257 de 2008 establece el principio de corresponsabilidad158 según el cual la 

sociedad y la familia son responsables de respetar los derechos de las mujeres y de contribuir a la 

eliminación de la violencia contra ellas.  

 

Por ende, dentro del deber de que las acciones del Estado sean tendientes a eliminar la discriminación en 

contra de las mujeres, es claro que el juez constitucional debe, como primera medida, reconocer la situación 

particular de las mujeres en este caso y evaluar el sustento fáctico con un enfoque de género. Como lo 

muestran los relatos que componen los fundamentos de hecho, y como se verá más adelante en el estudio 

concreto de cada caso, la experiencia vital de las 25 accionantes está marcada por eventos, experiencias y 

roles que derivan del hecho de habitar el mundo como mujeres.  

 

Una de las marcas de género más importantes en este caso tiene que ver con el hecho de que la mayoría de 

las accionantes somos mujeres cabeza de hogar, es decir, estamos a cargo del cuidado y el sostenimiento 

económico de las familias. Todas las accionantes tenemos personas —usualmente familiares— a nuestro 

cargo y somos nosotras, exclusivamente, quienes respondemos por su bienestar. En los relatos de muchas 

de nosotras es evidente que no contamos con el apoyo de nuestras parejas e incluso son frecuentes los 

testimonios que llaman la atención sobre demandas de alimentos a padres que han incumplido sus 

obligaciones legales con sus hijos. El hecho de que todas las accionantes seamos quienes usualmente 

responden económica y vitalmente por nuestros familiares y seres queridos no es una coincidencia: es una 

expresión de cómo los órdenes de género operan para reproducir la subordinación de ciertos sujetos, en este 

caso, las mujeres. Una muestra de que esta situación no es azarosa y, por el contrario, responde a patrones 

estructurales, puede verse en las cifras sobre jefatura de hogar en varias ciudades de Colombia donde viven 

algunas de las accionantes. En el caso de Bogotá, Medellín y Neiva, por ejemplo, las cifras de jefatura 

femenina sin cónyuge (mujeres solteras cabeza de hogar) ascienden a 73%, 70% y 75% respectivamente159.  

 

                                                
155 Corte Constitucional. Sentencia T-878 de 2014. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
156  CEDAW, Recomendación General No. 19. “La violencia contra la mujer”. 29 de enero de 1992. Disponible en: 
http://archive.ipu.org/splz-e/cuenca10/cedaw 19.pdf. 
157 Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. Artículo 3. 
158 Congreso de la República. Ley 1257 de 2008 “Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas 
de violencia y discriminación contra las mujeres”. Articulo 9. 
159  Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE). “Censo Poblacional.” (DANE: 2018). Disponible en: 
https://dane maps.arcgis.com/apps/MapSeries/index html?appid=09d054ae0a7f474791482a8494cc03f3  



 

65 

El hecho de ser cabeza de hogar tiene además efectos particulares en las labores que debemos afrontar las 

mujeres. Nuestros días transcurren no sólo tratando de conseguir algún sustento para las familias, sino 

también cuidando de ellas en sus necesidades más inmediatas y cotidianas. Cocinar, planchar, lavar, cuidar 

de los hijos, de los padres o de los familiares con discapacidad se lleva la mayor parte del tiempo de 

nosotras, quienes no tenemos cómo ni con quién redistribuir los cuidados del hogar. La mayoría, además, 

estamos a cargo de personas que necesitan de cuidados y apoyos especiales que debemos proveer. De nuevo, 

esta situación que se repite en los 25 relatos no es más que una viñeta de las desigualdades de género que 

viven sobre las mujeres. Según la Encuesta Nacional de Uso del Tiempo (ENUT) del DANE160, las mujeres 

en Colombia gastan aproximadamente 7 horas al día en labores de cuidado no remuneradas, mientras que 

los hombres gastan cerca de 3. Es decir, las mujeres gastan en promedio 4 horas más que los hombres a 

nivel nacional en trabajos que tienen que ver con la alimentación, la atención y el sostenimiento físico y 

emocional del hogar. Esta distancia, además, se hace más marcada en zonas rurales, donde las mujeres 

gastan cerca de 8 horas en la realización de estos oficios. Los datos sobre uso del tiempo en Colombia 

muestran la cara sistemática de los relatos de las protagonistas de esta acción de tutela. Tanto los 

fundamentos de hecho —las historias de cada una de las mujeres— como los datos nacionales confirman 

que el trabajo está marcado por una división de género en la que las mujeres deben enfrentar todas las cargas 

de cuidado de sus hogares, algo que se acentúa en contextos donde no sólo están a cargo del sustento 

económico de sus familias, sino que viven en medio de la pobreza.  

 

Los datos presentados resultan elocuentes para pensar en la intersección entre desigualdad de género y 

desigualdad socioeconómica, una relación que está en el centro de este caso. La situación de las accionantes 

no solo se ve marcada por el hecho de que vivimos en contextos de precariedad económica, sino también 

porque se trata de personas que enfrentamos las cargas, desigualdades y violencias que derivan de ser 

mujeres. En el caso de las 25 accionantes, estos dos tipos de desigualdades se interconectan e incluso son 

interdependientes, generando efectos particularmente adversos que se ven reflejados en nuestras historias 

de vida y nuestra situación actual.  

 

Las particularidades del vínculo entre la desigualdad socioeconómica y la desigualdad por motivos de 

género se conocen bajo el nombre de feminización de la pobreza161. Este concepto hace referencia a las 

formas en que la pobreza tiene un impacto mayor en las mujeres y, por lo tanto, es útil para reconocer y 

nombrar las trayectorias vitales de quienes presentan esta acción de tutela. Según un estudio publicado en 

2018 por el Departamento Nacional de Planeación de Colombia (DNP)162, se comprobó empíricamente que 

en Colombia la pobreza afecta en mayor medida a las mujeres. Así, según el índice de feminización de la 

pobreza extrema, en 2017 existían 127 mujeres en pobreza extrema por cada 100 hombres en la misma 

condición163. Ante este contexto, consideramos la intersección entre la desigualdad socioeconómica, la 

pobreza y el género debe servir de lente para leer la vulneración de los derechos fundamentales de las 

                                                
160 Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE). “Encuesta Nacional de Uso del Tiempo (ENUT)”. (2018). 
Disponible en: https://sitios.dane.gov.co/enut dashboard/#!/  
161 Aguilar, P. L. (2011). “La feminización de la pobreza: conceptualizaciones actuales y potencialidades analíticas.” Pesquisa 
Teórica, 14(1).  
162 Secretaría Distrital de la Mujer de Bogotá. “Mujeres en América Latina, Colombia y Bogotá: Indicadores comparados.” (2019). 
Disponible en: http://omeg.sdmujer.gov.co/phocadownload/2019/infomujeres/Info-Mujeres%2049-
America%20Latina.pdf#:~:text=Para%20Colombia%2C%20el%20%C3%ADndice%20de,las%20dem%C3%A1s%20ciudades%
20colombianas%20estudiadas.  
163 Íbid. 
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la pandemia. No ganaba lo suficiente como trabajadora doméstica y debía desplazarme largas distancias 

para poder ir hasta los hogares donde ejercía esta actividad. Además, mi familia y yo fuimos desplazados 

por la violencia hace varios años, por lo cual debimos migrar a Bogotá ya que uno de mis hijos fue 

asesinado. Actualmente mi familia y yo vivimos de nuevo en Neiva, mi lugar de origen.  

 

Mis vulnerabilidades previas se acentuaron con la llegada de la emergencia de salud pública y ahora mis 

derechos fundamentales están en riesgo. Ni mi nuera ni yo tenemos trabajo en este momento y nos 

dedicamos por completo al cuidado de mis nietos y a las labores del hogar. Actualmente, podemos cubrir 

los gastos diarios gracias a que los vecinos nos ayudan con mercados o préstamos para la alimentación. En 

todo caso, estas ayudas son esporádicas y no alcanzan para garantizar la seguridad alimentaria de la familia. 

Ahora solo comemos en dos ocasiones y las comidas no contienen ningún tipo de proteína o vegetales.  

 

Otro de los factores en los que se refleja la vulneración del derecho al mínimo vital y a un nivel de vida 

adecuado tiene que ver con la vivienda. Mi familia y yo no tenemos cómo pagar el arriendo y los servicios 

del hogar. Desde que empezó la pandemia no hemos podido cubrir ninguno de estos gastos y, en este 

momento, la deuda de servicios públicos asciende aproximadamente a $1.000.000 de pesos.  

 

Las afectaciones al mínimo vital también han tenido graves consecuencias sobre el derecho a la educación 

de mis nietos. Aunque están escolarizados, necesitan conectividad a internet para poder tomar sus clases y 

hacer sus trabajos. Debido a no tenemos cómo pagar los servicios, y mucho menos un servicio de internet, 

mis nietos tuvieron que abandonar el colegio este año. Esta situación también me afecta directamente, ya 

que he tenido que triplicar mi jornada de cuidado para poder estar al tanto de mis nietos y brindarles un 

espacio de esparcimiento o aprendizaje dentro del hogar. A pesar de que mis nietos estudiaban en un colegio 

público, no han recibido ningún subsidio para poder acceder a los contenidos de las clases.  

 

Las condiciones de vulnerabilidad hacen necesaria mi inclusión en alguno de los programas de asistencia 

del Estado. Sin embargo, hasta ahora, no he sido notificada por ningún medio sobre la posibilidad de recibir 

un subsidio o ingreso de emergencia. Para proteger mis derechos fundamentales, el juez constitucional debe 

intervenir en mi caso y ordenar al Gobierno nacional mi inclusión en el PIS. 

 

Tuve conocimiento sobre el PIS en mayo del 2020, y por las condiciones de vulnerabilidad material que 

atravieso, que se han agravado debido a la pandemia, creo que debía recibir una ayuda del Estado. Sin 

embargo, hasta el día de hoy no he recibido una comunicación por parte del DNP o del DPS, a pesar de que 

presenté un derecho de petición solicitando que se me incluyera en el Programa. 

 

4.3. Segundo grupo de situaciones: Mujeres migrantes 

 

Como mujeres migrantes,          

            

             

             

       no ser beneficiarias del PIS vulnera nuestros derechos 

al mínimo vital, la vida digna, la salud, la seguridad alimentaria, la seguridad social, la información, y la 

igualdad. 
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habitación la ocupamos mi hija y su esposo por lo que tengo que dormir en la sala. Estamos atrasados en el 

pago de los servicios públicos, sumas que ascienden a $70.000 pesos. 

 

No ser beneficiaria del PIS, a pesar de mi situación de vulnerabilidad, viola mis derechos fundamentales de 

la vida digna, al mínimo vital, la salud, la seguridad alimentaria, la información y la igualdad. Me enfrento 

a una situación de inseguridad alimentaria y tengo necesidades médicas insatisfechas.  

 

Tuve conocimiento sobre el PIS en julio del 2020, y por las condiciones de vulnerabilidad material que 

atravieso, que se han agravado debido a la pandemia, creo que debo recibir una ayuda del Estado. Sin 

embargo, hasta el día de hoy no he recibido una comunicación por parte del DNP o del DPS, a pesar de que 

presentó un derecho de petición solicitando que se me incluyera en el Programa. 

 

5. PETICIONES Y PRUEBAS 

 
5.1. Solicitud de medida provisional 

 

El artículo 7 del Decreto 2591 de 1991 faculta a los jueces de tutela para decretar medidas provisionales en 

aquellos casos en los cuales advierta la urgencia y necesidad de intervenir de forma transitoria para precaver 

que: (I) se violen derechos fundamentales de manera irreversible o (II) se ocasionen graves e irreparables 

daños. La presente solicitud de medida provisional se argumentará de acuerdo con lo establecido en el 

Decreto 2591 de 1991, así como en pronunciamientos de la Corte Constitucional178. 

 

En consonancia con lo anterior, el juez constitucional goza de amplia competencia para dictar a su arbitrio 

y con la justa valoración fáctica de los hechos propios de la acción de tutela, cualquier medida de 

conservación o seguridad, destinada a proteger un derecho o evitar que se produzcan otros daños como 

consecuencia de los hechos que ocasionaron la vulneración de los derechos fundamentales objeto de la 

acción constitucionalidad. 

 

En el marco de la presente acción de tutela, resulta procedente la solicitud de medida provisional a petición 

de las tutelantes, con el propósito de evitar la continuación de los perjuicios económicos y sociales que 

sufrimos nosotras y nuestras familias. Ello, por cuanto, la falta de claridad sobre los fundamentos y criterios 

de selección que integran el funcionamiento del programa Ingreso Solidario, como ha sido explicado en los 

anteriores acápites, ha representado una exclusión arbitraria de todas como beneficiarias de dicho programa 

de ayuda estatal. En consecuencia, la medida provisional a solicitar será:  

 

“Que se ordene al Departamento Nacional de Prosperidad –DNP- y el Departamento 

Administrativo para la Prosperidad Social – DPS- la inclusión de manera urgente, prioritaria 

y sin impedimento alguno de las mujeres tutelantes, con el fin de que las mismas puedan 

recibir con prontitud las sumas dinerarias correspondientes al auxilio económico que brinda 

el programa de Ingreso Solidario.”  

 

                                                
178 Corte Constitucional, Auto 680 de 2018, M.P. Diana Fajardo Rivera. 
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De no decretarse dicha medida cautelar, se nos someterá a las tutelantes y nuestras familias a la 

prolongación indefinida de las necesidades económicas que hoy enfrentamos en el marco de la emergencia 

sanitaria y que afectan nuestros derechos a la vida digna, mínimo vital, salud y seguridad alimentaria. Ello, 

por cuanto, se lleve a cabo el trámite de dicha acción de tutela y la firmeza judicial del fallo, que 

eventualmente, podría tutelar los derechos deprecados de las peticionarias.  

 

5.1.1. La medida provisional es aparentemente viable para proteger nuestros derechos 

fundamentales (apariencia de un buen derecho) 

 

La medida provisional señalada es la más idónea y viable para la protección de los derechos fundamentales 

a la vida digna, mínimo vital, salud y seguridad alimentaria de las peticionarias y nuestras familias. Como 

ha sido mencionado, las tutelantes somos madres cabeza de familia y de la cuales dependen por extensión 

otros familiares.  

 

El decreto de la inclusión al PIS de las tutelantes, resultaría una medida adecuada que ayudaría a prevenir 

la consecución de la situación de vulnerabilidad en la que nos encontramos. En ese mismo sentido, se 

evitaría la consumación irreparable de un daño en la salud de nosotras y de miembros de nuestras familias, 

que hoy padecen múltiples enfermedades crónicas y especiales, que se encuentran sin el acceso a los 

medicamentos necesarios, por la escasez de recursos económicos. Así mismo, dicha medida ayudaría a 

contrarrestar la situación de inseguridad alimentaria a la que se enfrentan los diferentes núcleos familiares 

que integran las tutelantes.  

 

Así entonces, la medida provisional solicitada no genera perjuicios económicos o sociales a las partes 

accionadas, ni a la comunidad en general, tampoco con el decreto de la misma se contravendrían 

disposiciones de orden público que puedan generar daños irreparables o perjuicios que sean de difícil 

reparación y que causen un agravio al interés social. Por ello, el juez se encuentra libre y con los 

fundamentos fácticos y jurídicos necesarios a su disposición para efectuar el amparo transitorio y eficaz de 

los derechos fundamentales de las tutelantes. 

 

5.1.2. Existe un riesgo probable de que la protección de nuestros derechos se afecte por el 

tiempo transcurrido durante el trámite (peligro en la demora) 

 

Con fundamento en la ley, el Juez constitucional cuenta con un tiempo prudente y célere para fallar en 

primera instancia. No obstante, en el caso concreto, se enfrenta a la valoración y conocimiento de 

situaciones familiares de extrema vulnerabilidad en términos económicos, laborales, de salud y 

alimentación. Esto exige a la justicia el decreto de una medida de carácter transitorio e inmediato que pueda 

resultar una respuesta eficaz a sus necesidades.  

 

El juez debe evaluar las situaciones de hecho y de derecho en que se fundamenta la solicitud de la presente 

acción de tutela, para así determinar la necesidad y urgencia de decretar tal medida provisional, pues ésta 

sólo se justificaría ante hechos abiertamente lesivos o claramente amenazadores de un derecho fundamental 

en detrimento de una persona, lo cual, como ha sido reiterativo, es el caso de las peticionarias y sus familias.  
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Teniendo en cuenta la calidad de las entidades accionadas y la posibilidad de que el fallo de tutela pudiera 

ser objeto de revisión en segunda instancia, la preocupación en relación con la demora en el trámite de la 

acción de tutela y la firmeza judicial del fallo, no puede considerarse como una situación de menor 

importancia. En el acápite de hechos ha sido descrito con suficiencia la situación de vulnerabilidad en la 

cual nos hallamos todas las tutelantes, así como las personas que se encuentran bajo nuestro cargo y 

responsabilidad. Con ello, se puede observar que cada día es más difícil que el anterior para las familias, 

las dificultades para sufragar los gastos de arriendo, alimentación y salud empeoran cada día, por dicha 

razón, el decreto de la medida provisional solicitada, podría resultar siendo una pequeña victoria en tiempo 

para las tutelantes.  

 

Los trámites administrativos, frente a esta situación, pueden llegar a ser en extremo demorados. Aunque las 

peticionarias cumplimos con los requisitos elementales del PIS para ser beneficiarias, nuestra inclusión 

dentro del programa puede ser demorado a cargo de las entidades encargadas. Ello, a pesar de que en 

principio ellas no tendrían por qué presentar mayores inconvenientes para el trámite efectivo de dicha 

solicitud.  

 

5.1.3. La medida provisional no genera un daño desproporcionado a quien afecta 

directamente 

 

El juez constitucional está llamado a decretar aquellas medidas que considere pertinentes y necesarias a 

solicitud de parte o de oficio, que tengan como objetivo directo la protección de los derechos fundamentales 

que se encuentren gravemente amenazados, sin hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor de los 

solicitantes. El decreto de dicha medida deberá ser razonada, sopesada, proporcionada y ajustada a las 

situaciones fácticas planteadas.  

 

La solicitud de inclusión de las peticionarias al PIS no genera un daño desproporcionado al Estado. Por el 

contrario, ante las situaciones gravosas que enfrentamos las tutelantes y nuestras familias, la prontitud y 

eficacia del decreto de dicha medida provisional en el trámite de la presente acción de tutela, se presentaría 

como una medida que brindaría el reconocimiento de la situación de extrema vulnerabilidad en la cual nos 

hallamos las afectadas y nuestros núcleos familiares. El Gobierno nacional ya cuenta con la existencia del 

programa y con una asignación presupuestal específica para ejecutarlo. Este programa no solo existe gracias 

a asignaciones de las cuentas de la Nación, sino que también se financia a través del dinero destinado al 

FOME, según el decreto 444 de 2020, armonizado con el decreto 518 de 2020. 

 

Los costos de la concesión de esta medida cautelar no implican un desbalance desproporcionado para el 

Gobierno. En ese orden de ideas, no existen daños que pudiese ocasionar el decreto de dicha medida 

provisional, más allá de los daños que indirectamente ha causado la exclusión arbitraria de personas 

potencialmente beneficiarias del PIS. Ello, debido a la presunta falta de objetividad en la selección de los 

beneficiarios, o por la demora en dicho proceso, que no ha logrado beneficiar efectivamente a aquellos 

hogares para los cuales está diseñado y destinado el funcionamiento del PIS. 

 

Ante la necesidad económica que nos apremia, la medida provisional, es un remedio urgente para las partes 

de esta acción constitucional. Además, es una forma de corrección urgente frente al proceso de selección 

de las beneficiarias del PIS, que actualmente tiene serios problemas. Los entes encargados de ejecutar esta 
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política deben brindar una mayor y segura cobertura de todos los hogares colombianos que necesiten dicho 

beneficio.  

 

5.2. Peticiones particulares 

 

De acuerdo con todo lo estipulado en la presente acción constitucional, las accionantes solicitamos: 

 

a) TUTELAR los derechos fundamentales al mínimo vital, la salud la seguridad alimentaria, la 

seguridad social y la igualdad de         

             

            

           

           

            

             

   

 

En razón a lo anterior, solicitamos, 

 

b) ORDENAR al Departamento Nacional de Planeación, al Departamento Administrativo para la 

Prosperidad Social, a la Presidencia de la República, o a quien corresponda, INCLUIR 

DEFINITIVAMENTE a la totalidad de las accionantes al programa PIS, accediendo al PAGO 

RETROACTIVO de todas las transferencias monetarias no condicionadas realizadas desde abril 

del año 2020. Por último, 

 

c) ORDENAR al Departamento Nacional de Planeación, al Departamento Administrativo para la 

Prosperidad Social, a la Presidencia de la República, o a quien corresponda, DISEÑAR e 

IMPLEMENTAR un mecanismo conforme con el cual las tutelantes puedan acceder al dinero 

relacionado con las transferencias monetarias no condicionadas sin generar barreras, a través del 

pago de estos dineros exigiendo únicamente la presentación de una identificación entendida de 

forma amplia (Registro Civil, cédula de ciudadanía, PEP o salvoconducto). 

 

d) ORDENAR que el fallo de tutela sirva como prueba ante las entidades bancarias necesarias para 

solicitar la apertura de productos financieros y consecuencial pago de las transferencias 

monetarias no condicionadas del PIS. 

 

5.3. Peticiones generales 

 

A lo largo de la presente acción de tutela se ha hecho referencia a cómo los requisitos para ser beneficiaria 

o beneficiario del PIS no son claros ni públicos. Esta situación no solo afecta a las accionantes, sino a otro 

grupo indeterminado de personas a lo largo del país que podrían estar en nuestra misma situación. Por ende, 

consideramos importante solicitar una serie de órdenes estructurales a las entidades encargadas de la gestión 

del Programa, para que así garanticen los derechos fundamentales de la población en Colombia en su 

conjunto. De forma general, las accionantes solicitamos: 
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a) ORDENAR a las entidades accionadas, ACTUALIZAR, ADECUAR y PUBLICAR los protocolos 

y procedimientos para la inclusión de las beneficiarias en el Programa de Ingreso Solidario. 

Adicionalmente,  

 

b) EXHORTAR a las entidades accionadas a EJECUTAR acciones que permitan PUBLICAR los 

criterios específicos sobre la selección de beneficiarias del PIS, así como SUBSANAR las posibles 

fallas en la selección de las beneficiarias del PIS para garantizar el acceso a las transferencias 

monetarias no condicionadas en igualdad de condiciones. 

 

5.4. Pruebas 

 

Solicitamos al despacho decretar y practicar la prueba que presentamos a continuación:  

 

Informes de las entidades accionadas, dando respuesta a una serie de preguntas, que habían sido formuladas 

en los derechos de petición interpuestos por las accionantes el día 21 de septiembre del presente año, y cuya 

respuesta no ha sido obtenida. La conducencia de las preguntas formuladas subyace en que la información 

solicitada ayuda a comprender la magnitud de la falta de información frente a la selección de beneficiarias 

del PIS. Con esta solicitud pretendemos que se analice el cruce de información que está realizando el DNP 

frente a la selección de las beneficiarias del PIS, cómo afecta el hecho de que algunas personas como las 

accionantes seamos mujeres cabeza de hogar o víctimas del conflicto armado para la concesión de esta 

ayuda económica, y las razones por las que los programas de asistencia del Estado no están llegando a la 

totalidad de hogares vulnerables en el país. 

 

Las preguntas son las siguientes:  

 

1. Indicar el número de hogares en situación de pobreza, pobreza extrema y vulnerabilidad económica 

que se encuentran identificados a la fecha en la base maestra del SISBÉN. Desagregar esta 

información a nivel municipal y departamental. ¿Cuántos hogares son de mujeres cabezas de 

hogar? 

 

2. Indicar el número de hogares identificados a la fecha en la base maestra del SISBÉN que están 

inscritos a algún programa social del Gobierno Nacional y desagregar esta información a nivel de 

programa (Familias en Acción, Jóvenes en Acción, Colombia Mayor, Ingreso Solidaria, 

Devolución del IVA, etc.) 

 

3. Indicar cuántos de los hogares beneficiarios de los programas sociales del gobierno anteriormente 

referidos se encuentran en el Registro Único de Víctimas - RUV, y desagregar las cifras frente a 

cada programa en específico. 

 

4. Indicar el costo fiscal de los últimos 3 años y las proyecciones para 2020 y 2021 de la totalidad de 

los programas sociales que benefician los hogares identificados a la fecha en la base maestra del 

SISBÉN. Desagregar la información a nivel de programa y a nivel municipal. 
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5. ¿Cuáles son las razones para que, según el DNP, el 11% de la población pobre y vulnerable en el 

país no reciba al menos una transferencia social?, y ¿cuáles son las características de estos hogares? 

 

6. Indicar si las accionantes cumplimos con los requisitos materiales de elegibilidad para recibir las 

transferencias económicas no condicionadas. 

 

7. En caso de que la anterior respuesta sea negativa, se nos expliquen las razones específicas de dicha 

decisión, incluyendo si en esta decisión influyó el puntaje del SISBÉN, nuestra situación laboral 

actual, entre otros. Así como se clarifique los criterios de inclusión y/o exclusión del Programa 

Ingreso Solidario. 

 

5.5. Pruebas documentales 

 

Aportamos en el presente proceso las siguientes pruebas, que se encontrarán referidas en la sección de 

anexos por cada accionante: 

1. Documento de identidad de la accionante. 

2. Soporte documental en que se evidencia la falta de inclusión en el PIS. 

3. Puntaje de SISBÉN o solicitud de encuesta. 

4. Documento de identidad de personas a cargo. 

5. Soporte documental de historias clínicas de personas a cargo. 

6. Soporte documental de gastos mensuales o deudas a cargo de las accionantes. 

 

6. JURAMENTO 

 

Las accionantes de la presente acción de tutela manifestamos bajo la gravedad del juramento que no hemos 

presentado acción de tutela con las mismas pretensiones y enmarcada en los mismos hechos y vulneraciones 

a derechos fundamentales.  

 

7. NOTIFICACIONES 

 

Recibimos notificaciones en los correos electrónicos notificaciones@dejusticia.org , 

gonzalezyanirad@gmail.com , Presidenciautrasdnal@gmail.com   

 

8. LISTA DE ANEXOS 

 

 

Cordialmente, 

 

 




